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El Tribunal Estatal Electoral del Estado de Chihuahua publica trimestralmente la revista “Quid 
luris”, en la que se recopilan contribuciones de investigadores, profesionales y expertos en las 
áreas de ciencias jurídicas, políticas y sociales, con el propósito de promover y enriquecer la 
cultura democrática en nuestra región.

Nos enorgullece contar con la colaboración de la Escuela Libre de Derecho, a la cual agradece-
mos profundamente su apoyo en la revisión de los materiales que forman parte de esta edición.

De igual forma reconocemos la apertura de las plataformas digitales Latindex, LatinRev y Matriz 
de Información para el Análisis (MIAR), por abrirnos sus puertas para difundir nuestros conte-
nidos. 

En la presente edición expongo el tema de Observatorios de las Personas con Discapacidad en 
México. de la actividad jurisdiccional electoral a promotores de cambio en favor de este grupo 
poblacional. Versando sobre este importante sector de la sociedad vulnerado y discriminado 
históricamente. 

La autonomía reglamentaria en el parlamento español: consideraciones al reglamento del Con-
greso de los Diputados  nos comparte el Maestro Sergio Sanchez París. 

Dentro del apartado Voz joven, Sergio Alejandro Ruiz Rodriguez, expone La Generación Joven 
en el Mundo Laboral: Retos y Oportunidades. 

El Maestro Sergio Alejandro Ruíz Dávila, actualmente Director Jurídico de la Comisión Estatal 
de los Derechos Humanos, nos comparte su conocimiento a cerca de temas que involucran a los 
Derechos Humanos en el contexto actual. 

El municipio de Coyame del Sotol enriquece la vista con sus maravillosos paisajes, nos sorpren-
de con una mezcla histórica entre naturaleza y cultura con un legado importante dentro de los 
campos sotoleros de la región chihuahuense.

 

¡Bienvenidos a la Quid Iuris 62!

Dr. Hugo Molina Martínez
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La autonomía reglamentaria en el 
parlamento español: Consideraciones al 
reglamento del congreso de los diputados.

´

Sergio Sánchez París1

SUMARIO: 1. Introducción. 2. Antecedentes históricos. El origen de la autonomía regla-

mentaria. 3. La autonomía reglamentaria que ostenta el Parlamento español desde una 

perspectiva procesal constitucional: especial consideración al reglamento del Congre-

so de los Diputados. 3.1. Concepto. 3.2. Naturaleza jurídica. 3.3. Método de impugna-

ción. 3.4. Finalidad del reglamento. 4. Conclusiones. 5. Referencias.

RESUMEN: La autonomía e independencia siempre goza de un valor indescriptible, 

pero cuando hablamos de los poderes del Estado más aún, puesto que, sin dichos 

caracteres, entre otros, sería impensable tener un auténtico Estado social y democrá-

tico de derecho. Imaginen que hoy en día las Cortes Generales de España estuvieran 

controladas por una élite u otro poder, pues no habría una suficiente autonomía como 

para llevar a cabo un correcto funcionamiento de los fines constitucionales que tiene 

el Parlamento, de ahí que sea imprescindible la existencia de una autonomía reglamen-

taria, la cual se encarna en un reglamento. En este orden de ideas, cabe exteriorizar 

que la autonomía reglamentaria se podría considerar como un pilar esencial para la 

existencia de una correcta división de poderes, ya que gracias a ella se evita que otro 

poder se inmiscuya en el debido funcionamiento que le corresponde constitucional-

mente al Parlamento. 

1. INTRODUCCIÓN

Como bien reza el título de la presente investigación el tema objeto de estudio es 

la autonomía reglamentaria que ostenta el Parlamento español, haciendo un especial 

énfasis en el reglamento de la Cámara Baja, el Congreso de los Diputados, el cual 

fue aprobado en 1982. En este sentido, la razón principal por la cual se ha decidido 

1	  Investigador en el Área de Derecho Constitucional UCLM. Coordinador de la Clínica Jurídica DYD. Cátedra Derecho de las Personas 

con Discapacidad y Dependencia, sede: Facultad de Derecho y CC.SS del Campus de Ciudad Real, Universidad de Castilla-La Mancha. ORCID 0009-

0003-5606-2913.

´
dar paso a la elaboración de dicho trabajo es para estudiar la naturaleza jurídica que 

reviste este reglamento, ya que es distinta a la del resto. Igualmente, la finalidad del 

reglamento del Congreso de los Diputados encierra un objetivo totalmente opuesto al 

de cualquier otro de su misma tipología, ya que es una norma que encarna un espíritu 

muy singular, según se podrá comprobar conforme se vaya desarrollando el respectivo 

estudio

Por ello, es de vital importancia comprender la razón por la cual el Parlamento goza 

de autonomía reglamentaria, ya sea desde su alcance hasta su propio contenido. Al fin 

y al cabo, el lector podrá cerciorarse como este tipo de reglamento ostenta una tras-

cendencia magnánima, con el telos de dar autonomía e independencia a las respec-

tivas Cámaras legislativas. Prueba de ello es el método de impugnación, puesto que 

sigue un proceso muy diferente al que llevaría, por ejemplo, un reglamento ordinario. 

La razón radica en la naturaleza jurídica que la Carta Magna española le dota, así como 

el desarrollo y enunciados que da el legislador al respecto. 

En cuanto a la metodología que se ha llevado a cabo es la propia de la ciencia del 

Derecho constitucional, se ha comenzado realizando una lectura de diversas mono-

grafías y artículos de diferentes estudiosos del derecho, así como de la propia doctrina 

del Tribunal Constitucional español. Por consiguiente, se exponen las principales ideas 

que se extraen de diversas teorías y jurisprudencia constitucional consolidada, para 

luego dar paso al enunciado de cuál es la tesis que se sostiene acerca del reglamento 

parlamentario; su finalidad; y el objetivo constitucional que ostenta. 

2. ANTECEDENTES HISTÓRICOS. EL ORIGEN DE LA AUTONOMÍA REGLAMENTA-
RIA

Si hoy en día las Cámaras legislativas de España gozan de autonomía parlamentaria 

se debe a los acontecimientos históricos que preceden. Históricamente, el origen de 

los reglamentos parlamentarios radica en el Reino Unido. Hay autores, como ALZAGA 

VILLAAMIL, que manifiestan que hubo una serie de sucesos que marcaron el designio, 

y, por ende, el nacimiento de la autonomía reglamentaria. Semejante suceso podría 

subrayarse en el año 1264, fecha en la que dentro del territorio británico se empezaba 

a vivir un “empirismo desideologizado”, cuya gran preocupación era poder garantizar 

la independencia del Parlamento frente a las prerrogativas que ostentaba la Corona 

británica. Este hecho propició que se afirmara el derecho de las Cámaras, así, de esta 

forma, el Parlamento tendría capacidad de dictar sus propios privilegios sin que nin-

gún otro ente se adentrara dentro de sus asuntos. En definitiva, lo que se estaba exi-
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giendo era el pleno reconocimiento de la competencia del Parlamento para dictar las 

concernientes disposiciones reglamentarias por las que habría que regirse (ALZAGA 

VILLAAMIL, 2016: 385).

Como se ha indicado, el origen de la autonomía reglamentaria se sitúa en el Reino 

Unido. No obstante, España también tiene su propia historia en referencia a este tema, 

puesto que ya desde los tiempos más remotos las propias cámaras parlamentarias 

fueron consiguiendo su “estatuto” en la vida política, fruto del enfrentamiento y el 

antagonismo con otros poderes. Por ello, desde la Edad Media ya existían los típicos 

conflictos que solían darse entre los Reyes y la Asamblea Estamental. Es decir, desde 

el momento en el que los Parlamentos imponen su primacía en los sistemas liberales, 

las Asambleas empezaron adquirir poder, y, en consecuencia, conseguir protegerse 

de cualquier injerencia indebida, forjando a su alrededor un “escudo” que tiene como 

concepto básico el de la autonomía (ALBA NAVARRO, 2003). Es aquí donde se en-

cuentra el sentido de por qué era tan necesario que diera lugar al nacimiento de una 

auténtica y real independencia frente a otros poderes, sin que nada ni nadie se pudiera 

entrometer en los asuntos propios del debido orden y funcionamiento del Parlamento. 

Por todo cuanto antecede, se ha de expresar que la auto normatividad, como po-

testad constitucional, surge en España con la entrada en vigor de la Constitución de 

1812. Fue en el artículo 127, de la mencionada Constitución, donde se asienta por prime-

ra vez la autonomía reglamentaria de unas Cortes en el territorio español (DE MIGUEL, 

2016: 68). Dicho precepto reza que:

En las discusiones de las Cortes, y en todo lo demás que pertenezca a su gobierno 

y orden interior, se observará el reglamento que se forme por estas Cortes gene-

rales y extraordinarias, sin perjuicio de las reformas que las sucesivas tuvieren por 

conveniente hacer en él (Constitución de 1812).

De tal enunciado, se desprende que, a pesar de que se tuviera en consideración 

la autonomía reglamentaria en las Cortes, no fue hasta la promulgación de la primera 

Carta Magna española, “La Pepa” -por su fecha de aprobación, 19 de marzo-, día de 

San José, hasta que se recogiera formalmente este gran avance en separación de po-

deres. Con ello se conseguía que ningún otro ente se inmiscuyera en el funcionamiento 

y trabajo interno de las Cámaras. 

Al hilo de lo anterior, sería preciso expresar que al poco tiempo de que, por primera 

vez en la historia constitucional de España, se llegara a incorporar el principio de auto 

normatividad hubo un determinado sector, precisamente el que abarcaba el conser-

vadurismo isabelino, que expuso una serie de circunstancias que han de ser tenidas 

en cuenta para comprender verdaderamente el alcance de este principio. Tales enun-

ciados eran que el mencionado principio de auto normatividad emergió con la base 

del sistema que se impuso en la etapa doceañista, la respectiva soberanía nacional, así 

como con la pseudo interpretación que se hizo en aquel entonces con la división de 

poderes (MARCUELLO BENEDICTO, 2013: 203). Sin duda alguna, la historia no deja 

indiferentes a nadie, de ahí que sea imprescindible acudir a ella para sentar las bases 

de una investigación. De esta forma, se podrá estudiar debidamente cualquier princi-

pio jurídico y entender su trascendencia, puesto que gran parte de ella encuentra su 

sentido en el origen histórico. 

3. ANÁLISIS DE LA AUTONOMÍA REGLAMENTARIA QUE OSTENTAN LAS CORTES 
GENERALES DESDE UNA PERSPECTIVA PROCESAL CONSTITUCIONAL. ESPECIAL 
CONSIDERACIÓN AL REGLAMENTO DEL CONGRESO DE LOS DIPUTADOS.

3.1 CONCEPTO

Con el fin de cumplir el objetivo que se pretende conseguir sería más que pro-

cedente delimitar conceptualmente, desde una perspectiva jurídico-constitucional, el 

tema en cuestión: el reglamento parlamentario. Pues bien, a priori, por reglamento 

parlamentario cabría afirmar que es “aquel conjunto de normas directamente deriva-

das de la Constitución que expresan el derecho de las Cámaras a establecer sus pro-

pias reglas de organización y funcionamiento” (ARAGÓN REYES y AGUADO RENEDO, 

2011: 93). Es decir, de la anterior definición se desprende la denominada autonomía 

reglamentaria, de la cual nace la figura jurídica del reglamento parlamentario. Por tan-

to, se podría considerar, en términos coloquiales, que la autonomía reglamentaria se 

encarna, y coge forma, en el reglamento en sí de cada Cámara.

Por consiguiente, una vez ya han sido expuestas las nociones elementales de lo que 

se considera por reglamento parlamentario, cabría indicar cuál es la base constitucio-

nal por antonomasia del ejercicio pleno, real y efectivo de la autonomía reglamentaria 

ostentada por las Cámaras legislativas con tal de delimitar el campo de acción de la 

referida autonomía, y por ende su determinación. En este sentido, es el artículo 72 de 

la Constitución española el que alberga el principal y elemental contenido de la au-

tonomía reglamentaria que ostenta las Cámaras legislativas. Asimismo, no solamente 

expresa dicha autonomía sino otras como, por ejemplo, la presupuestaria. Dicho pre-

cepto establece que:

Las Cámaras establecen sus propios Reglamentos, aprueban autónomamente sus 

presupuestos y, de común acuerdo regulan el Estatuto del Personal de las Cortes 

Generales. Los reglamentos y su reforma serán sometidos a una votación final so-

bre su totalidad, que requerirá la mayoría absoluta. (Art. 72 CE).
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Al hilo de lo que nos precede, el que fuese secretario general del Congreso de los 

Diputados español, Manuel ALBA NAVARRO, afirmó que el propio reglamento parla-

mentario es la expresión más exacta y precisa que puede llegar a existir en el ordena-

miento jurídico español, en lo concerniente al principio de autonomía normativa de los 

Parlamentos. Donde dicha “garantía institucional” implica una serie de consecuencias, 

cómo, por ejemplo: la titularidad exclusiva y no compartida a la hora de efectuar la 

reforma; o bien, la propia capacidad para la auto disposición permanente sobre el Re-

glamento sin otros límites que los que sean establecidos en el ámbito constitucional, 

así como el estatutario (ALBA NAVARRO, 2005: 2). El lector puede observar como el 

reglamento de la Cámara Baja, a raíz de la autonomía reglamentaria que goza -gracias 

a lo rubricado en el Texto Constitucional-, es considerado como una “garantía institu-

cional” con el objetivo de brindarle mayor protección. 

En este mismo orden de ideas, y con el fin de disipar cualquier tipo de duda, con-

vendría rubricar la principal línea jurisprudencial que el Tribunal Constitucional español 

manifiesta al respecto. Es en la STC 32/1981, de 28 de julio, donde se desprende, de 

forma más explícita, las nociones elementales de la garantía institucional, su función, 

así como su alcance y contenido:

El orden jurídico-político establecido por la Constitución asegura la existencia de 

determinadas instituciones, a las que se considera como componentes esenciales 

y cuya preservación se juzga indispensable para asegurar los principios constitu-

cionales, estableciendo en ellas un núcleo o reducto indispensable por el legislador. 

Las instituciones garantizadas son elementos arquitecturales indispensables del or-

den constitucional y las normaciones que las protegen son, sin duda, normaciones 

organizativas, pero a diferencia de lo que sucede con las instituciones supremas del 

Estado, cuya regulación orgánica se hace en el propio texto constitucional, en éstas 

la configuración institucional concreta se defiere al legislador ordinario, al que no 

se fija más límite que el del reducto indisponible o núcleo esencial de la institución 

que la Constitución garantiza. Por definición, en consecuencia, la garantía institu-

cional no asegura un contenido concreto o un ámbito competencial determinado 

y fijado de una vez por todas, sino la preservación de una institución en términos 

recognoscibles para la imagen que de la misma tiene la conciencia social en cada 

tiempo y lugar. Dicha garantía es desconocida cuando la institución es limitada, 

de tal modo que se la priva prácticamente de sus posibilidades de existencia real 

como institución para convertirse en un simple nombre. Tales son los límites para 

su determinación por las normas que la regulan y por la aplicación que se haga de 

éstas. En definitiva, la única interdicción claramente discernible es la de la ruptura 

clara y neta con esa imagen comúnmente aceptada de la institución que, en cuanto 

formación jurídica, viene determinada en buena parte por las normas que en cada 

momento la regulan y la aplicación que de las mismas se hace (STC 32/1981, FJ 3). 

En definitiva, y a modo de conclusión, el reglamento del Congreso de los Diputados 

de España se considera como una norma “especialísima”. Y gracias a ella la Cámara 

Baja puede regular, de forma autónoma, múltiples aspectos, como, por ejemplo: el 

funcionamiento de la institución, los derechos de sus miembros, o bien, sus propias 

facultades. Por ello, tal autonomía hace que ningún otro órgano se pueda inmiscuir en 

sus asuntos, teniendo únicamente como límites el respeto a los valores y principios que 

se consagran en la Constitución (MARTÍNEZ CORRAL, 2018: 182). 

3.2  NATURALEZA JURÍDICA

Llegados a este punto es un requisito sine qua non exteriorizar la esencia jurídica 

que ostenta el reglamento del Congreso de los Diputados -extensible también al re-

glamento del Senado-. Por tanto, es imprescindible acudir a la doctrina sentada por el 

Tribunal Constitucional español, para así ir descendiendo al fondo del asunto, puesto 

que aquí se sitúa gran parte del núcleo central del estudio. Al fin y al cabo, según se ex-

pondrá, si se atiende a los enunciados que el Tribunal aporta acerca de los reglamentos 

parlamentarios podremos comprender ya no solamente el telos que tiene dicha norma, 

sino también su método de impugnación. El cual es fundamental en esta investigación, 

tal y como se expuso. 

En suma, en la STC 101/1983, de 18 de noviembre, el Tribunal Constitucional expone 

que: 

“los Reglamentos de las Cámaras se encuentran directamente incardinados a la 

Constitución (…) siendo el contenido propio de tales normas el de regular, con 

sujeción a la Constitución, su propia organización y funcionamiento, en el que ha 

de incluirse lógicamente la constitución del órgano como tal (STC 101/1983, FJ 3). 

Por tanto, hay que tener en consideración dos aspectos: por un lado, lo que se in-

dica en al artículo 27.2. d) de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (en adelante 

LOTC), del cual se desprende que los reglamentos de las Cámaras “son susceptibles 

de declaración inconstitucional (…)” [vid. art. 27.2.d) LOTC]; y por otro, el contenido 

dispuesto en el art. 161.1.a) CE. De modo que, se puede afirmar que el reglamento del 

Congreso de los Diputados, a raíz de lo anterior, así como por lo que dispone en la do-

trina constitucional, es una disposición normativa con rango de ley (vid. STC 119/1990, 

FJ 2), de ahí que la LOTC establezca que los reglamentos de las Cámaras pueden llegar 

a ser objeto de declaración de inconstitucionalidad. 
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Finalmente, cabría afirmar que la tesis que antes ha sido expuesta es validada por 

diversos estudiosos del Derecho, aunque hay autores (vid. FERNÁNDEZ-CARNICERO, 

1981: 165) que discrepan sobre la afirmación que se ha ido vertiendo precedentemente. 

Pese a eso, el reglamento de cada Cámara (especialmente en el del tema objeto de 

estudio) es la “norma primaria del ordenamiento parlamentario” que deriva de forma 

directa de la Carta Magna. Por ello, cubre de forma más que suficiente la posibilidad de 

controlar tanto su constitucionalidad como la de los efectos que deriven de su aplica-

ción, aunque estos fuesen contrarios al propio Texto Constitucional (ARAGÓN REYES 

y AGUADO RENEDO, 2011: 95). En este sentido, se desprende que no cabe posibilidad 

de defender que el Derecho parlamentario, a pesar de la autonomía normativa regla-

mentaria que la Constitución brinda, tenga un sistema de fuentes divergente al que hay 

en el ordenamiento jurídico del Estado español, es decir, como si fuese uno de forma 

paralela. Por ello, es impensable defender una postura en la que haya un Derecho par-

lamentario sin que quepa control jurisdiccional de la actividad parlamentaria que se 

produce en las Cámaras. (LÓPEZ DE LERMA, 2021: 121).

 3.3 MÉTODO DE IMPUGNACIÓN

En estas líneas se abordará explícitamente cuál es el método que el ordenamiento 

jurídico español ha confeccionado ante una situación en la que se tenga que impugnar 

un reglamento parlamentario. Es por ello que, podría afirmarse que el presente epígra-

fe, en términos generales, es el tema más procesal constitucional, tal y como se podrá 

comprobar a continuación.  

En suma, se considera que el método para impugnar el reglamento del Congreso 

de los Diputados es la vía del recurso de inconstitucionalidad (vid. art. 31 LOTC).  Ahora 

bien, ¿dónde radica la razón y el fundamento jurídico de tal afirmación? Pues la res-

puesta se sitúa en el artículo 27 de la LOTC, porque tal y como se expuso en el epígrafe 

relativo a la naturaleza jurídica, el reglamento del Congreso de los Diputados, es una 

norma con rango de ley, pero “desprovisto de fuerza” debido a la configuración que se 

le ha dado. Por tanto, la cláusula legal que es objeto de aplicación, en este asunto, es 

el artículo 29 de la LOTC. 

Igualmente, podría ser susceptible la formulación de otra cuestión, como la si-

guiente: ¿se podría impugnar el propio reglamento del Congreso de los Diputados vía 

recurso de amparo? Según afirma DEL PINO CARAZO, el sentido de entender que “lo 

excluido del ámbito del artículo 42 son las disposiciones con fuerza de ley, que son 

fiscalizables a través de los mecanismos de control de constitucionalidad”, da lugar a 

afirmarse que el reglamento del Congreso de los Diputados no puede ser impugnado 

vía recurso de amparo (DEL PINO: 2000: 88), puesto que para proceder a la impugna-

ción del reglamento parlamentario se tiene su propio cauce, según se ha manifestado. 

A fin de cuentas, una norma que tiene rango y fuerza de ley no puede ser impug-

nado a través de un recurso de amparo, ya que este solamente puede ser interpuesto 

cuando la materia en cuestión sea vulneración de derechos fundamentales y/o liberta-

des públicas, así aparece consagrado en el art. 53.2 CE: 

Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconoci-

dos en el artículo 14 y la Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales 

ordinarios por un procedimiento basado en los principios de preferencia y suma-

riedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. 

Este último recurso será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el 

artículo 30. (Art. 53.2 CE).

A raíz de lo precedente, el Tribunal Constitucional en una de las Sentencias más 

famosas, en referencia a este tema, indicó que:

La exclusión del art. 42 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional ha de po-

nerse en conexión con el art. 27 de la misma Ley y, a su vez, con el art. 161.1 a) de la 

Constitución. La asimilación de los Reglamentos parlamentarios a las leyes y dispo-

siciones normativas con fuerza de Ley permite su impugnación directa y completa 

y un control pleno de su constitucionalidad a través del recurso de inconstitucio-

nalidad, aunque impide eventuales recursos de amparo directos contra la norma, 

para examinar la eventual lesión por la misma de los derechos fundamentales del 

ciudadano, sin perjuicio, al igual que ocurre con la norma legal de la impugnación 

en amparo de los actos de aplicación de la norma presuntamente lesiva de esos 

derechos fundamentales (…) [STC 118/1988, FJ 3].

 Es decir, a priori no se puede impugnar directamente el reglamento del Congreso 

de los Diputados vía recurso de amparo, pero sí que podrá ser impugnado un acto que 

disponga una situación en la que se pueda vulnerar un derecho fundamental estableci-

do en la Constitución española. Por ello, y al hilo de lo dispuesto anteriormente, habría 

que expresar que los reglamentos de las Cámaras legislativas se completan, cuando 

se estiman oportuno, con una serie de resoluciones. Dichas resoluciones son dictadas 

por las respectivas Presidencias de las Cámaras correspondientes, en virtud de las fa-

cultades y potestades que los reglamentos les conceden, cuyo fin es poder efectuar 

una función hermenéutica en caso de que haya duda, así como casos de omisión. Por 

ello, es en esta situación cuando entra en juego, de forma plena y garantista, la vía del 

planteamiento y formulación del recurso de amparo en virtud de lo dispuesto en el art. 

42 LOTC, ¿y por qué? Pues la razón radica en que las resoluciones (vid. GÓMEZ CORO-
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NA, 2001: 238) que dictan los Presidentes de las Cámaras no son normas con rango y 

fuerza de ley, de ahí que queden excluidas del elenco de normas que pueden ser sus-

ceptibles de ser objeto de interposición del respectivo recurso de inconstitucionalidad, 

en virtud de lo dispuesto en los artículos 27 y 29 LOTC (VV.AA, 2022: 65). 

Para concluir, sería preciso citar a PÉREZ TREMPS, puesto que él era quien mani-

festaba que la razón elemental por la cual se exceptúa la acción de interponer un re-

curso de amparo contra aquellas decisiones o actos con valor de ley es por la idea que 

transmite la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (PÉREZ TREMPS, 2015: 101). Al fin 

y al cabo, las normas con rango y valor de ley (vid. art. 161.1.a) CE) son objeto de control 

a través de la interposición del respectivo recurso (vid. art. 162.1.a) CE) o cuestión de 

inconstitucionalidad (vid. art. 163 CE), tal y como se consagra tanto en el propio Texto 

Constitucional como en la LOTC.  

3.4 FINALIDAD DEL REGLAMENTO 

A efectos introductorios, se podría comentar que la finalidad principal que se per-

sigue con la instauración de la autonomía reglamentaria en las Cámaras legislativas 

no es otra que la de preservar la propia independencia de la Asamblea en el corres-

pondiente ejercicio de las funciones que les son atribuidas. De modo que, gracias a 

esta autonomía reglamentaria es donde cada Cámara tiene la competencia atribuida 

de establecer a su libre arbitrio -siempre respetando los límites que enmarca nues-

tra Constitución- sus propias normas, tanto de organización como de funcionamiento 

(VV.AA, 2022: 63).  En este orden de ideas, y como es sabido, el sistema democrático 

consiste en la organización del autogobierno del pueblo y son las Cortes Generales la 

institución que se encarga de representarlo. Es por ello que, la Constitución de 1978 ha 

pretendido, en todo momento, garantizar la independencia de la Cortes, de ahí que se 

les dote de autonomía orgánica y funcional consiguiendo, de esta forma, rehuir de la 

subordinación de cualquiera de los otros tres poderes del Estado (MOLAS, 2008: 128). 

En este orden de ideas, es imprescindible acudir a LOEWENSTEIN, ya que el gran 

teórico alemán expuso que la finalidad que persigue el reglamento parlamentario se si-

túa en la autonomía funcional, puesto que es la que se encarga de establecer de forma 

muy concreta el principio de self-government interno: el Parlamento puede ordenar y 

gestionar, propia e ilimitadamente sus cuestiones internas. De modo que, la conjunción 

de estas reglas y técnicas hacen que nazca el denominado reglamento parlamentario 

(LOEWENSTEIN, 2018: 242).

Al hilo de lo anterior, cabría añadir, a efectos complementarios, que la finalidad pri-

mordial y por antonomasia de la autonomía reglamentaria y, por ende, el del reglamen-

to, es la de ordenar la vida interna de la Cámara (STC 141/2007, de 18 de junio y STC 

49/2008, de 9 de abril). Al igual que se encarga de someter a las demás normas de 

cada una de las Cámaras, incluyendo los propios usos y costumbres (STC 208/2003, 

de 1 de diciembre) [VV.AA. 2018: 172]. Igualmente, otra finalidad importante que os-

tenta el reglamento parlamentario es la de conseguir adaptar plenamente una serie de 

instituciones que al principio eran totalmente desconocidas por el Derecho constitu-

cional, como pueden ser, por ejemplo, la consolidación de determinadas instituciones 

jurídicas como la denominada “minoría” (vid. REQUEJO RODRÍGUEZ, 1999: 1). Asi-

mismo, otras instituciones serían las Comisiones parlamentarias (SÁNCHEZ FERRIZ, 

2008: 123-124).

En este sentido, la materia que ha estado siendo expuesta, se encuentra agregada 

al Derecho parlamentario. La cual es una rama que ha sido potencialmente ensalzada 

con la entrada en vigor de la vigente Constitución española, y con ello sus respectivos 

estudios (CANO BUESO, 1984: 85). A pesar de todo, esta rama del Derecho público ha 

estado profundamente atrasada en España debido a la gran ausencia que ha habido 

durante un largo periodo de tiempo, tanto en cuanto se hace referencia a las normas 

reglamentarias que gozan de autonomía e independencia, como es el reglamento par-

lamentario (RIPOLLÉS SERRANO, 1981: 143). 

Con el fin de ir concluyendo, y en palabras de DÍEZ-PICAZO, habría que añadir 

cual sería el despliegue de la eficacia normativa que ostentan los reglamentos parla-

mentarios, ya que estos no terminan en su utilización como parámetro de la constitu-

cionalidad de las leyes (DÍEZ-PICAZO, 2022: 105). Sin embargo, según se ha expuesto 

anteriormente, el reglamento de las Cámaras se encuentra subordinado, de forma je-

rárquica, a la Constitución, eso hace que sea objeto de control de constitucionalidad, 

dentro del propio ámbito de las materias que son reservadas. De modo que, hay que 

seguir sosteniendo que los reglamentos parlamentarios son una fuente primaria del 

Derecho que solo se subordina a la Constitución española de 1978. Por lo que ninguna 

Ley, ya sea orgánica u ordinaria, puede prevalecer sobre los reglamentos, y tampoco 

puede invadir dicha reserva. Por ello, en el ámbito de los reglamentos parlamentarios 

se rige por el principio de competencia (RODRÍGUEZ-ZAPATA, 2018: 230). Al fin y al 

cabo, esta afirmación no deja de ser partícipe del enunciado que se indicó en la natu-

raleza jurídica que goza dicho reglamento en relación con su ubicación en el sistema 

de fuentes (LÓPEZ DE LERMA, 2021: 121). 

Por todo ello, se puede desprender el sentimiento constitucional que puede haber 
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con la existencia de la autonomía parlamentaria, puesto que sin ella no sería posible 

ejercer plenamente las potestades que gozan las Cámaras. Así pues, fue LUCAS VER-

DÚ quien definió gratamente lo que es elementalmente el sentimiento constitucional, 

el cual es “la expresión capital de la afección por la justicia y la equidad porque atañe 

al ordenamiento fundamental que regula la libertad, la justicia y la igualdad y el plura-

lismo político como valores (art. 1.1 CE)” [LUCAS VERDÚ, 1985: 66]. Por tal razón, se 

considera que la finalidad de la autonomía reglamentaria tiene ciertos caracteres que 

hacen que se consolide un cierto sentimiento constitucional por el despliegue que rea-

liza. A fin de cuentas, los valores constitucionales consagrados en el art. 1.1 CE englo-

ban de forma comedida esa “expresión capital” a la que hace referencia el citado autor. 

Al hilo de lo anterior, en relación con el hecho de que la Constitución introduzca 

“valores” superiores, como los referidos en el art. 1.1 CE, hace que se tenga que reali-

zar, según afirma DÍAZ REVORIO, un análisis “prioritariamente jurídico”, sin que caiga 

en el olvido que dicha acepción tiene su origen en la filosofía. Por ello, es una materia 

indispensable en la investigación jurídico-constitucional (DÍAZ REVORIO, 1998: 129).  

De esta forma, cuando se hablaba de que es imprescindible que exista una auténtica 

independencia y autonomía en las Cámaras no era baladí. Solamente con ello se garan-

tizaría la separación de poderes, aunque luego existan otros elementos que consoliden 

tal división, como el Derecho, que “supone la forma más eficaz de limitación pacífica 

de cualquier manifestación del poder, y el Derecho Político, en particular, del ejercicio 

del poder del Estado” (ESPÍN, 1994: 25). A pesar de todo, uno de los mayores quebra-

deros que ha habido históricamente en la organización social ha sido la distribución 

de los poderes políticos (SALAS, 1982: 92). Sin embargo, es precisamente a raíz de ello 

cuando surge la necesidad de dicha separación, con tal de garantizar un verdadero 

Estado social y democrático de derecho. 

4. CONCLUSIONES

Evocar a la autonomía reglamentaria, y en su caso, al reglamento que tiene el Con-

greso de los Diputados español, nunca es inservible, puesto que es necesario dar más 

divulgación a una figura jurídica que es imprescindible en el ordenamiento jurídico, y 

que sin ella se produciría un vacío en el que tendría unas consecuencias inconcebibles. 

Tal es el caso, que se puede hacer presencia de la especial naturaleza jurídica que 

reviste dicho reglamento, a diferencia de los demás. Probablemente dicha norma sea 

muy peculiar si se atiende a su carácter, de ahí que haya que prestar atención en todo 

momento a su finalidad para poder comprenderlo. 

Por ello, ha sido necesario acudir a la doctrina constitucional y atender a las valo-

raciones que ha realizado el Tribunal Constitucional, así como a la propia Constitución 

y LOTC. A fin de cuentas, y a priori, su método de impugnación suscita cierta sorpresa, 

pero no deja indiferentes a nadie si se analiza su finalidad. Por tal razón, se sostiene 

que el telos que persigue, desde un inicio, el reglamento parlamentario, y en su caso, 

el del Congreso de los Diputados, es importantísima, ya que la Constitución española 

otorga a las Cámaras de autonomía reglamentaria. Lo cual se traduce en la producción 

e implementación del citado reglamento. 

De este modo, la norma que regula el orden interno del Parlamento es fruto de una 

potestad que la Carta Magna española otorga explícitamente a las Cámaras, con el fin 

de garantizar una independencia real, plena y efectiva entre los poderes del Estado, de 

ahí que las Asambleas pueden realizar su funcionamiento sin que otro poder del Esta-

do se pueda inmiscuir en sus asuntos. No obstante, aunque se hable de independencia 

no deja, como es sabido, que haya comunicación entre los distintos poderes, ya que 

existen relaciones eurítmicas entre las formas e instituciones políticas, siempre con una 

“lógica interna precisa” (LUCAS VERDÚ, 1979: 144). Porque si se produjera una “inter-

pretación rigurosa” del principio de separación de poderes se estaría produciendo una 

incomunicación absoluta entre ellos, tal y como ocurre en algunas Constituciones de 

nuestro entorno. (TOMÁS VILLARROYA, 2012: 15).

En este orden de ideas, gracias a MONTESQUIEU, la separación de poderes se ha 

convertido en un auténtico dogma, el cual que no ha pasado desapercibido a lo largo 

de la historia de la humanidad, desde su implantación en las primeras normas. Una de 

ellas sería la Declaración de Derechos del Hombre, en su artículo 16 se puede percibir 

dicha mención (TOUCHARD, 1969: 311). Literalmente expresa lo siguiente: “Una Socie-

dad en la que no esté establecida la garantía de los Derechos, ni determinada la sepa-

ración de los Poderes, carece de Constitución” (Art. 16). 

Sin embargo, el aspecto que se menciona no es el primordial en el presente estu-

dio, pero si inevitable que se haga mención de ello, puesto que a raíz de la más que 

citada autonomía hace que ese conjunto de “facultades que gozan los Parlamentos 

para regular y gestionar por sí mismos todas las actuaciones que realizan en ejercicio 

de sus funciones” se traduzca en la no injerencia de otros órganos constitucionales 

(MARTÍNEZ CORRAL, 2018: 177). Así pues, según lo expuesto, era inevitable hacer, 

aunque fuese someramente, una mención a la separación de poderes, ya que a través 

de la autonomía reglamentaria se incardina implícitamente dicha división. 
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Por último, cabría manifestar una reflexión definitiva, concerniente al método de 

impugnación del reglamento del Congreso de los Diputados. Tal y como se indicó, es 

razonable que sorprenda que el citado reglamento tenga como cauce de impugna-

ción la interposición del respectivo recurso de inconstitucionalidad ante el Tribunal 

Constitucional y no sea impugnado ante la jurisdicción contencioso-administrativa. Sin 

embargo, todo tiene su lógica, ya no solamente su regulación atendiendo a su natu-

raleza jurídica (vid. art. 27.2.d) LOTC), sino por el designio que goza, así como su pro-

pósito. En este sentido, hay que seguir subrayando el carácter garantista y protector 

que muestra el reglamento parlamentario, con el objetivo de que ningún ente, poder 

u órgano constitucional interfiera en la actividad de las Cámaras y así salvaguardar su 

independencia, y en su caso, seguir preservando las finalidades que el Texto Constitu-

cional institucionaliza. 
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Resumen: El presente artículo hace una relatoría del papel que juegan los órganos 

jurisdiccionales electorales a fin de lograr una justicia inclusiva, la relevancia de la emi-

sión de acciones afirmativas para la protección de los derechos político-electorales de 

las personas con discapacidad, haciendo alusión a sentencias relevantes y criterios ju-

risprudenciales orientados a favor de los derechos político-electorales de las personas 

con discapacidad. A demás en estas líneas se hace referencia a la integración del autor 

como enlace en México de Discapamérica, así como a la iniciativa del Observatorio de 

Personas con Discapacidad y sus ejes rectores. 

Palabras Clave: Discapacidad, jurisdiccional, sentencia, acciones afirmativas y electo-

rales.

Abstract: This article discusses the role played by electoral courts in achieving inclu-

sive justice, the relevance of issuing affirmative actions for the protection of the po-

litical-electoral rights of persons with disabilities, referring to relevant judgments and 

jurisprudential criteria aimed at the political and electoral rights of people with disabil-

ity. Moreover, in these lines reference is made to the integration of the author as a link 

in Mexico of Discapamerica and as the initiative of the Observatory of Persons with 

Disabilities and its guiding axes.
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Escuchando en el año 2023 la magnífica conferencia del Maestro Sergio Sánchez París 

en la Universidad Castilla la Mancha acerca de los derechos de las personas con disca-

pacidad, nació un inquietante deseo de estudiar dicha situación en la República Mexi-

cana y tomar conciencia, sobre la importancia de promover los derechos y el bienestar 

de las personas con discapacidades en todos los ámbitos de la sociedad y el desarro-

llo, así como concientizar sobre su situación en todos los aspectos de la vida política, 

social, económica y cultural.

Se estima que en el mundo existen más de mil millones de personas con algún tipo 

de discapacidad, es decir, 15 % de la población total (OMS 2011); La misma organiza-

ción considera que entre los grupos vulnerables representa la minoría más grande. De 

acuerdo con el Censo de Población y Vivienda más reciente (2020), se tiene que en 

México aproximadamente un 16.5% de la población reportó contar con alguna discapa-

cidad o limitación para realizar actividades cotidianas.

Hablar de igualdad e inclusión es hablar de los principios de la democracia, ya que el 

ideal de este régimen político es la consecución de la igualdad en términos de la repre-

sentación y las prácticas de elección, y la inclusión de toda la ciudadanía en términos 

de igualdad de derechos

En ese entendido, la justicia electoral inclusiva que llevan a cabo los órganos jurisdic-

cionales tiene como objetivo eliminar los prejuicios, discriminaciones, barreras, para-

digmas excluyentes a fin de lograr la integración de los grupos históricamente vulne-

rables en la democracia.

El empoderamiento en la participación política, por parte de grupos de poder, ha ve-

nido a constituir un obstáculo para el desarrollo saludable de la democracia que, ha 

hecho imposible su aplicación social en la realidad, derivado de esta problemática, las 

acciones afirmativas han venido a romper la estructura tradicional de los mecanismos 

de la competencia política.

Entendiendo a la acción afirmativa como una serie de medidas de carácter temporal, 

correctivo, compensatorio o de promoción; encaminadas a lograr la igualdad sustan-

tiva. Si bien, es cierto que esta concepción, tiene su origen en la problemática que en-

frentan las mujeres para ejercer sus derechos político- electorales frente a los hombres 

en un esquema binario, este entendimiento se ha ampliado a otras problemáticas de 

desventaja.

Ahora uno de los retos más grandes actualmente es ¿Cómo construir una acción afir-

mativa verdaderamente incluyente?

En el tema se identifican tres sujetos relevantes involucrados, que son:

1.	 Los grupos desfavorecidos.

2.	 Quienes reciben la medida compensatoria y, 

3.	 La autoridad que implementa la acción afirmativa.

Los derechos de las personas con discapacidad son exactamente los mismos que los 

del resto de la población, la diferencia radica en que, como grupo vulnerable, se en-

frentan a diversas barreras para poder ejercerlos plenamente.1

Debemos precisar que, existe una evidente diferencia entre juzgar bajo una óptica de 

identidad indígena y una para personas con discapacidad, justamente esa es la labor 

de la justicia electoral inclusiva: juzgar con perspectiva incluyente para proteger a la 

ciudadanía desde la diferencia en un marco de igualdad.

Por ello, es importante asumir que se enfrenta en cada caso en particular a grupos con 

una historia propia en la lucha de sus derechos, y ante ello, la inclusión electoral no 

puede ser igual o tratar de homologar escenarios, al contrario, es mejor y válida siendo 

distinta para cada caso.

1	  Palabras de María del Carmen Carreón Castro, en su artículo file:///Users/nancyoc/Downloads/Dialnet-DerechosPoliticoelectoralesDeLas-

PersonasConDiscapa-7140431.pdf 

file:///Users/nancyoc/Downloads/Dialnet-DerechosPoliticoelectoralesDeLasPersonasConDiscapa-7140431.pdf
file:///Users/nancyoc/Downloads/Dialnet-DerechosPoliticoelectoralesDeLasPersonasConDiscapa-7140431.pdf
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En ese contexto, se observa la relevancia de la emisión de acciones afirmativas para 

la protección de los derechos político-electorales de las personas con discapacidad.

La igualdad como aspiración democrática debe imperar en los procesos electorales, 

en el actual y en los sucesivos, y, de la mano del principio de no discriminación consti-

tuirse como elementos fundamentales para consolidar una democracia inclusiva para 

el ejercicio de los derechos humanos de las personas con discapacidad (incluyendo los 

derechos político-electorales). 

Desde la reforma constitucional del 2011, en la que surge el modelo de inclusión so-

cial, o también denominado de los derechos humanos; toda autoridad, en el ámbito 

de su competencia, tiene la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar 

los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y los tratados internacionales de los que México es parte y, por lo que toca 

al tema, los que se suscriban en materia de discapacidad. Teniendo como mayor refe-

rente a la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD), 

primer tratado internacional del siglo XXI que promueve los derechos de las personas 

con discapacidad en igualdad de condiciones.

Lo importante de comenzar con la discusión es la posibilidad de poder detectar el qué 

y el cómo se deberán emprender las medidas para mejorar las condiciones de acceso 

para el ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad.

Una sociedad debe diseñarse con la perspectiva de considerar la diversidad humana 

para volverse accesible y dar cabida a un sinfín de personas con características y nece-

sidades muy diferentes entre sí, garantizando de este modo no solo la igualdad formal, 

sino también la igualdad sustantiva.

El efectivo ejercicio de los derechos político-electorales promueven la inclusión y la 

participación en la sociedad de las personas con discapacidad como grupo vulnerable. 

Por citar de manera enunciativa a tales derechos contemplados en la Constitución Po-

lítica de los Estados Unidos Mexicanos y en la Convención sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad, tenemos: 

·	 Votar en las elecciones populares.

·	 Ser votado para todos los cargos de elección popular. 

·	 Asociación libre y pacífica para tomar parte en los asuntos políticos. 

·	 Afiliación libre e individual a los partidos políticos. 

·	 Integrar autoridades electorales.

·	 La garantía de que los procedimientos, las instalaciones y los materiales electo-

rales sean adecuados, accesibles y fáciles de entender y utilizar. 

·	 La protección del derecho de las personas con discapacidad a emitir su voto en 

secreto en elecciones y referéndum públicos sin intimidación. 

·	 La garantía de la libre expresión de la voluntad de las personas con discapa-

cidad como electores, y a este fin, cuando sea necesario y a petición de estas, 

permitir que una persona de su elección les preste asistencia para votar.

De esta manera, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación de México y 

los Tribunales Electorales Locales han sido uno de los principales impulsores en mate-

ria de inclusión, dotando de herramientas a todos los grupos de atención prioritaria, 

que buscan apoyar a disminuir esa brecha de desigualdad, se trata de algo esencial 

para reconocer siempre la dignidad y los derechos de todos los grupos sociales que no 

han tenido la posibilidad de ejercer su derechos político-electorales en la misma forma 

que el resto de la población. 

Como autoridad jurisdiccional han emitido, por medio de las diferentes Salas, diversos 

criterios jurisprudenciales orientados a favor de los derechos político-electorales de las 

personas con discapacidad, tales como: 

SUP-AG-40/2018. Acuerdo General que habla de las cuotas de las personas con disca-

pacidad visual para cargos de elección popular en los partidos políticos2. 

2	  https://www.te.gob.mx/EE/SUP/2018/AG/40/SUP_2018_AG_40-728543.pdf
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Un ciudadano con discapacidad visual presentó escrito de petición ante el Consejo Na-

cional para Prevenir la Discriminación (CONAPRED) a fin de que el órgano interviniera 

para ser incluido en una de las 16 fórmulas de candidaturas del entonces Partido En-

cuentro Social, en la lista nacional plurinominal para integrar el Senado de la República. 

El CONAPRED, remitió el asunto al Instituto Nacional Electoral (INE) para que este die-

ra respuesta al peticionario en el ámbito de su competencia. Al recibir el asunto el INE 

remitió los autos a la Sala Superior, pues consideró que se estaba impugnando una su-

puesta omisión del Partido en cuestión, en contravención a los principios de igualdad 

y no discriminación en la repartición de los cargos de elección popular para personas 

con discapacidad. Posteriormente, el ciudadano además señaló que ni el Partido, ni el 

INE, habían emitido una convocatoria en sistema de lectura Braille.

La Sala Superior decidió que en atención a los derechos fundamentales de acceso a la 

justicia pronta y expedita lo procedente era remitir la petición del ciudadano al máxi-

mo órgano de representación del Partido en cuestión, a efecto de que se pronunciara 

en un plazo de tres días hábiles en relación con la cuestión planteada. Lo anterior 

tomando como base el “modelo social de discapacidad”, bajo el cual la discapacidad 

debe ser considerada como una desventaja causada por las barreras que la propia so-

ciedad genera, al no atender de manera adecuada las necesidades de las personas con 

diversidades funcionales. 

Además la sala ordenó que, con base en un ajuste razonable:

1.	 Que la resolución fuera leída en voz alta al peticionario en la diligencia de noti-

ficación que corresponda, únicamente si así lo desea. 

2.	 Además de la posibilidad de que la resolución sea leída en voz alta, se ordenó 

que fuera entregada en formato audible grabada en soporte magnético de CD-

ROM y una copia adicional en formato de lectura Braille.

Destacable la Sentencia emitida en el año 20163 en donde el Partido Revolucionario 

Institucional y el Partido Verde Ecologista de México presentan una queja en la que de-

nuncian al Partido Acción Nacional (PAN) por la omisión de subtitular un promocional 

denominado “Ya estuvo bueno”, en el contexto del proceso electoral local 2015-2016.

3	  SRE-PSC-27/2016.

En la sentencia se determinó la existencia de la infracción de uso indebido de la pauta 

por parte del PAN, al no subtitular el promocional de televisión denominado “Ya estuvo 

bueno”, a efecto de salvaguardar el derecho a la información política electoral de las 

personas con alguna discapacidad, a fin de que estén en condiciones de tomar parte 

en las decisiones públicas y ejercer el derecho al sufragio.

Dentro de la actividad como Magistrado del Tribunal Estatal Electoral de Chihuahua, en 

la emisión de la sentencia dictada en el expediente JDC-021/2023, en el que se ordenó 

al Instituto Estatal Electoral de Chihuahua emitir acciones afirmativas en beneficio de 

las personas con discapacidad y demás grupos vulnerables y en la Resolución4 en ma-

teria electoral en donde por primera vez en el Estado de Chihuahua, México, se hace 

obligatoria la postulación por parte de los Partidos Políticos de que en por lo menos 

en seis Ayuntamientos de los más poblados de la Entidad Federativa, registraran un 

propietario y suplente para ocupar un cargo en el máximo órgano de gobierno muni-

cipal que perteneciera al grupo de personas con discapacidad, se despertó el interés 

genuino de buscar participar de una forma más activa en la promoción, concientiza-

ción y apoyo de las personas que pertenecen a este grupo social históricamente des-

protegido

Se considera de suma relevancia, estas resoluciones, porque a través de las mismas, se 

construye poco a poco, escenarios que tornen viable que las personas pertenecientes 

a los grupos en situación de vulnerabilidad, entre ellas las personas con discapacidad, 

puedan acceder a la representación política en el Congreso del Estado y en los Ayun-

tamientos, en la inteligencia de que al tratarse de órganos que representan la pluricul-

turalidad de la sociedad deben procurarse instrumentos que promuevan la inclusión 

de este sector de la población y, en relación con ello, las acciones afirmativas es la vía 

idónea para propiciar que puedan participar en la representación popular–como parte 

de la construcción del Estado, a efecto de lograr en su favor un estándar de inclusión 

de representación y con ello, puedan impactar en el aspecto político, social, cultural, 

económico y en cualquier ámbito de importancia para sus proyectos de vida.

Como se bien se aprecia el papel como impartidores de justicia en la búsqueda de 

una sociedad más inclusiva de cristaliza en la emisión de sentencias, pero inquietos 

decidimos ir mas allá y en esa inquietud fuimos generosamente invitados por los Doc-

tores Francisco Javier Diaz Revorio y Enrique Belda Pérez-Pedrero para ser enlace 

en México de Discapamérica, la cual es una red de estudio y divulgación del derecho 

transversal de las personas con discapacidad, y su finalidad es formar a profesionales 

4	  Sentencia JDC-081/2023 emitida por el Tribunal Electoral de Chihuahua, consultable en: https://www.techihuahua.org.mx/wp-content/

uploads/2023/12/05_Sentencia-JDC-081_2023-y-acumulados.pdf
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e investigadores de América Latina en este ámbito5. 

Discapamérica México tiene como misión coadyuvar a la edificación de una sociedad 

incluyente que promueva condiciones de equidad, igualdad y respeto de los derechos 

humanos de las personas con discapacidad, por medio del análisis, la difusión y la di-

vulgación; fomentando la vinculación y creación de redes entre instancias académicas, 

gubernamentales, organizaciones de la sociedad civil y colectivos abocados al empo-

deramiento de las personas con discapacidad y a la defensa de sus derechos humanos 

promoviendo una cultura de la inclusión.

Nuestra visión es ser un referente en el diagnóstico de la inclusión/exclusión de las 

personas con discapacidad, así como un portavoz de las necesidades y reivindicacio-

nes de dicho sector, con el fin de repercutir en la generación de políticas y en la con-

cientización de la población a favor de la no discriminación, de la dignificación y plena 

inserción social de las personas con discapacidad en nuestro país.

Derivado de lo anterior se consideró que Discapamérica México trabajara bajo cuatro 

grandes ejes, a saber:

1.	 Diagnóstico de la situación en la que se encuentran las personas con discapa-

cidad.

2.	 Conformación del Observatorio integrado por: Autoridades Electorales, Depen-

dencias Gubernamentales, Instituciones Educativas, Empresariado, Organiza-

ciones de la Sociedad Civil y Activistas.

3.	 Crear la Red de Apoyo, Asesoría y Acompañamiento. 

4.	 Difusión para una Sensibilización. 

En lo que respecta al primer eje referente al diagnóstico de la situación en la que se 

encuentra el grupo social, se realizan diversas reuniones a fin de contactar a múltiples 

Instituciones Gubernamentales, Grupos de la Sociedad Civil Organizada, Empresarios 

y líderes que buscan apoyar a este colectivo de personas, para que compartan sus 

experiencias.

A través de un pequeño cuestionario, solicitudes de información y estudios realizados 

se compila y sistematiza la información apoyados por docentes e investigadores res-

pecto a la atención brindada, el listado de Instituciones, Organizaciones y Empresas 

que apoyan a las personas con algún tipo de discapacidad a través de  diversos pro-

gramas.

5	  https://blog.uclm.es/catedradyd/discapamerica/

Se ha considerado la puesta en marcha de Observatorios en cada una de las 32 entida-

des que conforman los República Mexicana debido a la multiculturalidad del país6; Di-

chos observatorios tendrán el objetivo de investigar, analizar y generar conocimientos 

para difundir información sobre las condiciones sociales de vida de la población con 

discapacidad en México, atendiendo a las problemáticas de discriminación, invisibili-

dad, marginación y exclusión que enfrentan estas minorías.

Los observatorios trabajarán en tres grandes rubros, que son: Derechos Políticos Elec-

torales, Políticas Públicas y Normatividad y Justicia. Estos rubros serán desarrollados 

a través de diversas acciones que a continuación se detallan:

A.	 Derechos Políticos Electorales.

Las personas con discapacidad deben ser partícipes de la democracia a partir del reco-

nocimiento y la valoración de las diferencias, sin que eso represente una imposibilidad 

física y material de inmiscuirse en los asuntos políticos del país; Por ello, en este rubro 

se plantean diversas acciones tales como:

1)	 Estudios de la problemática jurídica en las que se encuentra el colectivo res-

pecto a su derecho de votar y ser votado. 

2)	 Divulgación de los derechos políticos electorales de las personas con discapa-

cidad;

3)	 Seguimiento del registro de candidaturas otorgadas a este grupo.

4)	 Análisis de las propuestas de campaña dirigidas a este tema.

5)	 Encuentros con las y los candidatos ganadores con discapacidad.

6)	 Asesorías en materia de elaboración de normatividad y diseño de políticas pú-

blicas con relación a la discapacidad.

7)	 Seguimiento a las acciones, programas y políticas públicas encaminadas al 

tema. 

Es así como podemos mencionar que el Observatorio del Estado de Chihuahua7 ana-

lizó jurídicamente el cumplimiento de la sentencia emitida por la autoridad electoral 

jurisdiccional de ese Estado y divulgó mediante una reunión con representantes de 

cuarenta colectivos para darles a conocer que por normatividad tendrían la posibilidad 

de ocupar espacios municipales y ser postulados para alguna Diputación Local.

También se celebró en las instalaciones que alberga el Instituto Estatal Electoral de 

Chihuahua, una reunión por demás interesante denominada “Primer encuentro de can-

6	  El dia 13 de Junio se instaló el observatorio de personas con Discapacidad en el Estado de Puebla.
7	  El día 01 de marzo de 2024 se instaló dicho Observatorio.
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didaturas de personas con discapacidad por acciones afirmativas8”; Está sesión se de-

sarrolló con la exposición de la propuesta y planteamientos de campaña que las y los 

candidatos a los diversos puestos de elección popular, así́ como sus suplentes, 

B. Políticas Públicas 

1)	 Estudios de las políticas públicas existentes.

2)	 Sistematización de la información respecto a los apoyos otorgados.

3)	 Análisis para enlazar políticas y programas de beneficio.

4)	 Elaboración de un estudio de fortalezas y oportunidades en las políticas, pro-

gramas y acciones para personas con discapacidad.

5)	 Seguimiento en el diseño e implementación de las nuevas políticas y programas 

de apoyo. 

3. Normatividad y Justicia 

1)	 Estudios de derecho comparado nacional e internacional en materia de dere-

chos humanos para personas con discapacidad.

2)	 Compilación de la normatividad en México sobre la materia. 

3)	 Asesoramiento y acompañamiento de casos jurídicos en los que se vean impli-

cadas personas con discapacidad. 

4)	 Asesoría en la armonización y adecuación del marco jurídico respecto al tema. 

Una vez conformados todos los observatorios, se tiene como finalidad del tercer Eje, 

transformarse en redes de vinculación y cooperación entre las instituciones guberna-

mentales, educativas, organizaciones de la sociedad civil, colectivos y activistas abo-

cados a la edificación de un Estado incluyente.

Cuando una persona con discapacidad se presente o lo solicite a Discapamérica México, 

dichas redes de apoyo brindarán asesoría y acompañamiento en asuntos jurídicos, 

médicos, educativos, laborales, de emprendimiento, deportivos, de gestión, entre otros 

más.

Y en el cuarto Eje se trabaja en visibilizar, generar conciencia sobre la problemática 

que enfrentan las personas con discapacidad y coadyuvamos en la construcción de 

una sociedad incluyente en México

Por ende, se llevan a cabo acciones como elaboración de videos donde se conoce y 

sensibiliza acerca del Síndrome de Down haciendo un llamado a ponerse los calcetines 

impares como medida de concientización de esta discapacidad; Conmemorando el día 
8	  El día 14 de mayo de 2024.

internacional del autismo a través de la campaña ̈ la empatía es contagiosa…el autismo 

no¨ y otras más.

Se participa en eventos y foros académicos como el Tercer Congreso Internacional de 

Educación Inclusiva fomentando la participación de expertos nacionales e internacio-

nales para que desde la academia se planteen mejores escenarios en el sector educa-

tivo para este grupo vulnerable. 

El 21 de marzo del año en curso, se llevó a cabó la sesión del Observatorio de Perso-

nas con Discapacidad denominado “Acciones que el sector educativo en el estado de 

Chihuahua está llevando a cabo en relación con este sector de la sociedad”, un evento 

que se celebró́ en la Facultad de Filosofía y Letras de la Universidad Autónoma de 

Chihuahua en el que se escucharon las voces de los titulares de Dependencias estata-

les, así como diversas instituciones educativas, sus experiencias, acciones y programas 

diseñados especialmente para la atención de estudiantes y docentes con discapaci-

dad, ofreciendo así un amplio panorama de las iniciativas que se están implementando 

para avanzar hacia una sociedad más inclusiva. 

Trimestralmente se publican artículos científicos en la Revista Quid Iuris, perteneciente 

al Tribunal Estatal Electoral del Estado de Chihuahua, la cual es arbitrada por la Es-

cuela Libre de Derecho, Campus Ciudad de México y es presentada anualmente en la 

Feria Internacional de Guadalajara, la más grande e importante de Latinoamérica. Lo 

anterior, con la finalidad de que se expongan temáticas jurídicas de los derechos de las 

personas con discapacidad.
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Dentro del mi área laboral me desempeñe como parte de la dirección jurídica del 
Instituto Estatal Electoral apoyando a la coordinación de lo contencioso electoral 
de la secretaria ejecutiva desempeñando funciones que me permitieron conocer 
sobre los procedimientos del área electoral, lo que propicio mi conocimiento, no 
solo en el ámbito jurídico sino, ahondar en la esfera político- electoral. 

Actualmente se me presento la oportunidad de ser parte de una de las tres 
ponencias del órgano colegiado del Tribunal Estatal electoral en el Estado, donde 
pude participar activamente en el proceso electoral 2023-2024 en el que he sido 
participe de diferentes cursos y talleres impartidos por la escuela judicial electoral 
favoreciendo mi formación. 

Aunado a lo que precede formo parte de la Universidad Regional del Norte cursando 
el octavo semestre en la carrera de derecho

SERGIO ALEJANDRO
RUÍZ RODRÍGUEZ

LA GENERACIÓN JOVEN 
EN EL MUNDO LABORAL: 

RETOS Y OPORTUNIDADES
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La Generación Joven en el Mundo Laboral: Retos y Oportunidades

En el panorama laboral actual, la participación de los jóvenes ha adquirido un 
rol cada vez más prominente. Esta generación, que ha crecido en un mundo de 
rápida evolución tecnológica y cambios sociales profundos, enfrenta una serie 
de desafíos y oportunidades únicas al ingresar al mercado de trabajo.

1. Adaptación a un Entorno en Evolución

Los jóvenes de hoy estamos entrando en un entorno laboral que cambia rápida-
mente debido a la digitalización y la globalización. Las habilidades requeridas en 
el mercado laboral se transforman a un ritmo acelerado, y los jóvenes debemos 
ser ágiles para adaptarnos a nuevas tecnologías y tendencias. La capacidad de 
aprender de manera continua y de ser flexibles es crucial. Los conocimientos en 
áreas como la inteligencia artificial, el análisis de datos, el conocimienos de otros 
idiomas , cambios culturales, sociales etc y preparacion continua dependiendo tu 
area laboral es fundamental. 

2. La Influencia de la Tecnología

La tecnología ha modificado profundamente la forma en que trabajamos. Los 
jóvenes estamos a la vanguardia de esta transformación, ya que han crecido 
con herramientas digitales y están familiarizados con el trabajo remoto y las pla-
taformas de colaboración en línea. Esta familiaridad nos permite adaptarse rá-
pidamente a nuevas herramientas y métodos de trabajo, lo cual es una ventaja 
significativa en un mercado laboral en constante evolución.
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3. El Valor de la Educación y la Formación Continua

Aunque la educación formal sigue siendo importante, la formación continua se 
ha convertido en una necesidad. Los jóvenes debemos buscar oportunidades 
para adquirir nuevas habilidades y conocimientos que les permitan mantenernos 
competitivos. Los cursos en línea, las certificaciones y la educación técnica son 
recursos valiosos que pueden complementar los títulos universitarios tradiciona-
les y mejorar las perspectivas laborales.

4. Desafíos en el Ingreso al Mercado Laboral

A pesar de las oportunidades, los jóvenes también enfrentamos desafíos signi-
ficativos al ingresar al mercado laboral. La falta de experiencia, la alta compe-
tencia y las expectativas salariales pueden ser barreras. Además, la precariedad 
laboral y la inestabilidad en algunos sectores pueden hacer que el inicio de una 
carrera sea más difícil. Sin embargo, muchos jóvenes abordan estos desafíos 
con actitud proactiva, buscando prácticas, pasantías y oportunidades de volun-
tariado para ganar experiencia y construir redes profesionales.

5. Enfoque en el Equilibrio Vida-Trabajo y el Propósito

La generación joven valora cada vez más el equilibrio entre la vida laboral y per-
sonal, así como el propósito y la satisfacción en el trabajo. Buscan empleadores 
que ofrezcan flexibilidad, oportunidades para el desarrollo personal y un entorno 
laboral inclusivo y significativo. Las empresas que entienden y responden a es-
tas expectativas pueden atraer y retener a los talentos más jóvenes.

6. Emprendimiento y Nuevas Formas de Trabajo

El espíritu emprendedor también es una característica destacada entre los jóve-
nes. Muchos están optando por iniciar sus propios negocios o trabajar como fre-
elancers, aprovechando las oportunidades que ofrece la economía digital. Esta 
tendencia refleja un deseo de autonomía y la búsqueda de nuevas formas de 
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generar ingresos y construir carreras significativas.

Conclusión

La presencia de los jóvenes en el mundo laboral está marcando una transforma-
ción en la forma en que trabajamos y en cómo se configuran las expectativas la-
borales. Si bien enfrentan desafíos, también tienen a su disposición una serie de 
herramientas y oportunidades que pueden ayudarles a tener éxito. La clave para 
prosperar en este entorno es mantenerse flexible, continuar aprendiendo y bus-
car un equilibrio que les permita desarrollar carreras gratificantes y sostenibles. 
La capacidad de adaptarse y evolucionar será fundamental para que los jóvenes 
puedan aprovechar al máximo las oportunidades en el mundo laboral del futuro.

Sergio Alejandro Ruiz Rodríguez.
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Mtro. Sergio Alejandro 
Ruiz Dávila.

Entrevista a

Formalmente se puede afirmar 
que, los Derechos Humanos son 
el conjunto de prerrogativas 
sustentadas en la dignidad 
humana, cuya realización efectiva 
resulta indispensable para el 
desarrollo integral de la persona. 
Ahora bien, resulta entonces 
necesario el determinar que 
es la dignidad humana, y en lo 
particular me agrada bastante, 
una definición que se localiza 
en el bagaje de las tesis y 
jurisprudencias emitidas por la 
SCJN, la cual es relativamente 
reciente, y en la que se señala 
que, la dignidad humana es el 
origen, la esencia y el fin de todos 
los derechos humanos.

¿Cómo 
definirías 
los 
derechos 
humanos?

¿Por qué crees que los derechos 
humanos son fundamentales para 
el desarrollo de una sociedad?

Al determinarse que, este 
conjunto de prerrogativas, es 
decir los derechos humanos, se 
encuentran establecidas dentro 
del orden jurídico nacional, en 
nuestra Constitución Política, 
tratados internacionales y las 
leyes, y que este conjunto de 
normas son las que regulan el día 

a día de cualquier sociedad, es que se entiende que 
resulta fundamental su respeto, defensa y promoción.

Además, se debe de partir de una base jurídica y 
premisa social también, en las que, los derechos 
humanos son derechos inherentes a todos los seres 
humanos, sin distinción alguna de nacionalidad, 
lugar de residencia, sexo, origen nacional o étnico, 
color, religión, lengua, o cualquier otra condición, y 
al entenderse que toda sociedad precisamente se 
encuentra constituida por una diversidad de personas 
en las que confluyen varias de estas características, 
es entonces que podemos concluir que los derechos 
humanos efectivamente son fundamentales para el 
desarrollo de toda sociedad.

¿Cuáles son algunos de los principales desafíos que 
enfrentan los derechos humanos en el mundo hoy 
en día?

Estoy convencido de que vivimos en una época de 
cambio, si bien es cierto estamos siempre sumergidos 
en una modificación de la vida diaria, atendiendo al 
fenómeno ya interiorizado en cada persona de la 
globalización, y entendiendo que es un hecho también, 
que como sociedad en general, tenemos un mayor 
alcance de información, momento a momento, de 
forma casi inmediata, y correlacionado todo lo anterior 
con la realidad de la polarización que se ha estado 
actualizando en diversas partes del mundo, incluido 
nuestro país y por tanto nuestro estado, la cual ha 
alcanzado en algunos casos niveles extraordinarios, 
es que, desde mi perspectiva los derechos humanos, 
enfrentan en su promoción y defensa el mayor reto, 
me explico; actualmente en el estado de Chihuahua 
encontramos diversas problemáticas sociales que 
tienen que ver con fenómenos que no se habían 
presentado en esta región, como la migración, la cual 
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en los últimos tres años, ha tenido 
un incremento importantísimo, 
y que claro ha provocado 
diversos impactos en nuestra 
sociedad, tanto económicos para 
las administraciones estatal, y 
municipales, como de seguridad, 
y sociales de diversas formas, 
incluidos los temas de salud y 
sanitarios; además se siguen 
presentando fenómenos ya 
conocidos en la entidad, como el 
de movilidad o de desplazamiento 
humano interno, derivado 
de cuestiones inherentes a 
la seguridad, principalmente 
en diversas zonas de la sierra 
tarahumara.

Es así entonces, que 
indudablemente he llegado a la 
conclusión de que:

 “ Los derechos 
humanos, 

deben también 
evolucionar, 
en cuanto al 

reconocimiento 
de los mismos en 

referencia a diversas 
comunidades 

o poblaciones, 
migrantes o 

permanentes, 
pero encuentro 

que la promoción, 
y defensa de los 
mismos, desde 

un punto de 
implementación 

institucional es más 
que necesario”.
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Ahora bien, podemos señalar también que, a nivel global, los derechos 
humanos encuentran un reto, ya permanente, en cuanto a cuestiones 
de conflictos armados, de cambio climático etc., todo esto que puede 
quedar visibilizado en la presentación de importantes movimientos 
de protesta social, que han ocurrido en casi todas las regiones del 
mundo, demandando el fin del racismo estructural, el respeto por 
los derechos económicos y sociales, y en contra de la corrupción, 
déficits de gobernabilidad y abuso de poder, en muchos de éstos 
casos acompañados de violencia, amenazas y ataques en contra de 
manifestantes y defensores de derechos humanos y a veces en contra 
de periodistas.

Algunos de estos movimientos han conducido a verdaderos cambios en 
los países, en otros casos, más que escuchar las voces de las personas, 
los gobiernos han respondido reduciendo el espacio cívico para el 
debate y la discrepancia, entonces esperemos que estos retos actuales 
puedan ser afrontados por las diversas ramas sociales que integran a 
nuestra sociedad.

¿Qué papel juegan las organizaciones no gubernamentales (ONG) en 
la promoción y protección de los derechos humanos?

Son totalmente relevantes e importantes, en sus acciones de promoción, 
protección y defensa de los derechos humanos; me consta que diversas 
organizaciones, y algunas de las personas que las integran o representan, 
en muchas ocasiones ponen en riesgo su integridad fìsica y hasta su 
vida, en la realización de estas multifacéticas y diversas acciones. De 
hecho, esta representa una muy buena oportunidad para expresar mi 
personal e institucional respeto, reconocimiento y agradecimiento por 
tanto bien que realizan muchas de estas organizaciones, y que lo hacen, 
por un verdadero compromiso humano, sin esperar ningún tipo de 
reconocimiento, y mucho menos alguna retribución de cualquier tipo.

¿Cómo afecta la cultura y la tradición a la percepción y protección de 
los derechos humanos en diferentes países?

Bueno, es una cuestión que aquí en nuestro país es visible en diversos 
casos, aquí en Chihuahua por ejemplo, en estos últimos años en nuestro 
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estado, la situación que viven algunas personas migrantes, y otras 
que se desplazan a estos estados del norte desde regiones del sur del 
país, con el propósito de encontrar oportunidades laborales, y en otros 
casos, como al que me quiero referir, de permanecer algunos pocos 
meses en estas ciudades norteñas, reunir algunos recursos y retornar 
a sus lugares de origen; al respecto, hemos encontrado a personas 
integrantes de varios pueblos originarios radicados en los estados de 
Chiapas y Oaxaca principalmente, a quienes se ha tratado en diversas 
ocasiones, por parte de diversas autoridades, de contactar o de entablar 
comunicación, a efectos de salvaguardar los derechos de mujeres y de 
niñez principalmente, y quienes por cuestiones precisamente culturales 
y atendiendo a sus usos y costumbres, laboran o desarrollan actividades 
de mendicidad en estas ciudades; sin embargo, es precisamente un 
ejemplo claro de esta situación, de impacto, ya que atendiendo al 
concepto de pertinencia cultural, es complicado poder sensibilizar a los 
varones integrantes de estas comunidades, y a sus líderes, en relación 
a probables violaciones de derechos humanos de algunas de estas 
personas que integran a grupos vulnerables, como son precisamente las 
mujeres y la niñez.

Al respecto, son precisamente las diversas estrategias y acciones 
afirmativas, las que pueden incidir en que estas comunidades, y los 
grupos vulnerables que las integran, puedan acceder a una mayor 
protección de sus derechos.

¿Qué significa para ti la democracia y cómo se relaciona con los 
derechos humanos?

La democracia es un ideal universalmente reconocido que se basa 
en valores comunes compartidos por personas de todo el mundo, 
independientemente de las diferencias de sexo, raza, culturales, políticas, 
sociales y económicas, la democracia se basa en la voluntad libremente 
expresada del pueblo de determinar sus propios sistemas políticos, 
económicos, sociales y culturales y su plena participación en todos los 
aspectos de su vida.

La democracia y los derechos humanos son interdependientes y 
se refuerzan mutuamente, el ejemplo más claro de esto, es que la 

democracia, tiene como uno de 
sus fines principales, el preservar 
y promover la dignidad de la 
persona y por consiguiente los 
derechos humanos.

¿Cuáles crees que son los 
elementos esenciales de una 
democracia funcional?

En primer término, el pleno respeto 
de los derechos humanos de las 
personas; la libertad de expresión 
y de opinión, el acceso al poder y 
su ejercicio de conformidad con el 
estado de derecho; la celebración 
de elecciones periódicas libres e 
imparciales por sufragio universal 
y mediante voto secreto, como 
reconocimiento de la voluntad 
popular; la debida división, 
separación y equilibrio de 
poderes; la independencia del 
poder judicial y la transparencia 
y la rendición de cuentas en la 
administración pública;

¿Qué desafíos enfrenta la 
democracia en la actualidad, 
tanto a nivel local como global?

A nivel local, la polarización de 
la sociedad que, como lo decía 
hace un momento, en algunos 
casos ha llegado a extremos 
inusitados que ha impactado ya, 
a la interrelación entre diversos 
órdenes de gobierno y que 

espero no trastoque el estado de 
derecho, y vulnere de una forma 
grave a la estructura de equilibrio 
de poderes.

En cuanto al nivel internacional, 
indudablemente me preocupa la 
posibilidad de la generalización o 
escalada de los diversos conflictos 
armados que actualmente se 
encuentran activos en diversas 
partes del mundo, es decir, 
también como ya ha sido 
abordado en esta entrevista, la 
globalización es un fenómeno total 
y permanentemente presente, las 
economías del mundo cada vez 
en mayor medida se encuentran 
interrelacionadas, y luego 
entonces cualquier manifestación 
de inestabilidad económica, en 
casi cualquier parte del mundo, 
impacta en también casi todas 
las economías, luego entonces, 
estos conflictos armados además 
de representar una actualización 
inherente de violaciones a 
derechos humanos, representan 
como consecuencia directa, un 
alto riesgo a las democracias del 
mundo.

¿Cómo influye la participación 
ciudadana en la salud de una 
democracia?

Entiendo que una de las 
concepciones actualmente 
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mas aceptadas respecto a la 
participación ciudadana, es 
la que está establecida en la 
Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, que de 
forma general establece que, 
toda persona tiene derecho a 
participar en el gobierno de su 
país o estado, directamente o 
por medio de representantes 
libremente escogidos, además 
de tener el derecho de acceso, 
en condiciones de igualdad, a 
las funciones encomendadas 
a la administración pública en 
general, además de determina 
que la voluntad del pueblo es la 
base de la autoridad del poder 
público, y que ésta, se expresa a 
través de elecciones, por sufragio 
universal, y por voto secreto.

Como experiencia personal 
puedo afirmar que, cuanta más 
participación, inclusión e interés 
de la ciudadanía en todos los 
temas de gobierno y de estado, 
estas acciones van a impactar 
de forma positiva en cualquier 
democracia.

Preguntas sobre la Intersección 
de Derechos Humanos y 
Democracia.

¿Cuál es el impacto de la falta 
de justicia y de rendición de 
cuentas en las instituciones 
democráticas?

Tengo la certeza de que la 
correcta impartición de justicia, a 
pesar de todas las complejidades 
que tal actividad pueda conllevar, 
es origen y fin de la democracia, 
esto es, la impartición de justicia 
es una de los pilares esenciales 
de todo estado democrático, 
y en consecuencia un estado 
democrático no puede existir sin 
la misma; en cuanto a la rendición 
de cuentas, celebro el hecho 
que, de la mano de la debida 
impartición de justicia, el ejercicio 
de la rendición de cuentas se 
generalice en México, considero 
totalmente correcto, adecuado 
y necesario, que el estado 
proporcione las herramientas 
para que las personas servidoras 
públicas de todos los órdenes 
de gobierno, ejerzan la rendición 
de cuentas, así como y que me 
parece aún más importante, la 
ciudadanía se involucre en la 
exigencia y verificación de que la 
rendición de cuentas sea efectiva 
y suficiente.

¿Cómo se pueden utilizar 
los mecanismos legales para 
defender los derechos humanos 
dentro de una democracia?

Como se ha visto en el pasado 
proceso electoral, el país 
cuenta con las instituciones y 
herramientas jurídicas adecuadas 
para que toda persona, en defensa 

de sus derechos humanos, acuda, 
ya sea ante una institución de 
defensa de los derechos humanos 
en la esfera no jurisdiccional, 
como lo es la CNDH, y la propia 
CEDH del estado de Chihuahua, 
como también ante instancias de 
defensa de los derechos humanos 
en la esfera jurisdiccional, como 
lo son los diversos Tribunales de 
justicia, tanto federales como 
estatales; es así que el sistema 
de protección de los derechos 
humanos es amplio y robusto, 
aunque desde mi perspectiva las 
personas que integran diversos 
grupos vulnerables, son las que 
de forma permanente carecen de 
la información, acompañamiento 
y asesorías necesarias, es en esos 
puntos en donde se debe de 
continuar trabajando para lograr 
un acceso real y eficiente a todos 
los estratos de la sociedad en 
general.

¿Qué papel juegan las elecciones 
libres y justas en la promoción 
de los derechos humanos?

Como lo referí anteriormente, la 
garantía de un proceso electoral 
libre, en donde se refleje la 
implementación eficaz del 
sufragio, secreto y sin ningún 
tipo de coacción o presión, 
con un sistema pluralista de 
organizaciones y partidos 
políticos que puedan exponer 

ante el grueso de la población 
sus propuestas y proyectos de 
gobierno, y que además garantice 
el respeto por el resultado de la 
elección misma, como reflejo de 
la voluntad de la mayoría, y que 
incluya los medios adecuados 
de defensa e impugnación en los 
casos que se estimen necesarios 
y procedentes, representa en 
si mismo, el punto más alto de 
los estados democráticos, y 
entonces al señalar que desde 
mi perspectiva no puede existir 
un pleno respeto a los derechos 
humanos si no existe democracia 
libre, entonces es donde 
encontramos ese papel entre 
los procesos electorales libres, 
y la inherente promoción de los 
derechos humanos que estos 
conllevan.

¿Cómo pueden los ciudadanos 
involucrarse efectivamente en la 
defensa de sus derechos en una 
democracia?

Lo vuelvo a mencionar porque 
estoy convencido de ello, afirmo 
que, cuanta más participación, 
inclusión e interés de la 
ciudadanía exista y se presente 
en todos los temas de gobierno 
y de estado, estas acciones van 
a impactar de forma positiva 
en cualquier democracia, lo 
que definitivamente llevará 
a que la ciudadanía, en este 
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marco de protección a sus 
derechos humanos constituyan 
instituciones que les garanticen 
la protección y defensa de dichos 
derechos. 

Preguntas sobre Experiencias 
Personales y Opiniones.

¿Cuál consideras que ha sido 
el avance más significativo en 
materia de derechos humanos 
en la última década?

En mi opinión, considero que la 
visibilización, protección y defensa 
de los derechos humanos de las 
personas que integran diversos 
grupos vulnerables, como los 
de la población LGBTQQY+ y 
de las mujeres principalmente, 
quienes a través precisamente de 
diversos instrumentos jurídicos 
de protección de los derechos 
humanos, en los ámbitos de 
protección no jurisdiccional y 
jurisdiccional de los mismos, han 
obtenido el reconocimiento y 
acceso a sus derechos, a través 
de la realización de un sinnúmero 
de acciones afirmativas por parte 
de las autoridades obligadas, 
hechos todos que, desde mi 
consideración han abonado y 
siguen coadyuvando a la creación 
de una verdadera cultura de paz; 
claro, falta mucho, pero también 
se deben de observar los logros.

¿Cómo has visto evolucionar 
la percepción pública sobre 
los derechos humanos en tu 
comunidad?

Hace un tiempo, pocos años 
atrás, era muy común la opinión 
pública generalizada entre 
la población, de percepción 
de las instancias derecho 
humanistas, como defensoras 
de personas trasgresoras de la 
ley, “delincuentes”, sin embargo, 
detecto que a través de campañas 
de información públicas, algunas 
de ellas de bastante amplitud 
y alcance, han conseguido, que 
la percepción sobre el trabajo 
de las instituciones defensoras 
y protectoras de los derechos 
humanos, se ha modificado de 
forma importante, ya que, una 
buena parte de la población, 
percibe a los derechos humanos 
como una parte importante de su 
día a día, y que éstos corresponden 
de forma inalienable a su dignidad 
como persona; me es muy grato 
en verdad el observar que para las 
nuevas generaciones, el entender 
estos conceptos de dignidad de 
la persona y de sus derechos 
humanos, son cada vez más 
sencillos de asimilar, es más me 
atrevo a decir que, en la mayoría 
de los casos, este segmento de la 
población que corresponden a la 

adultez joven, a las adolescencias y a la niñez, tienen ya entendido y 
asimilado este concepto sobre la dignidad de ellas y ellos mismos como 
personas.

¿Qué mensaje te gustaría transmitir a las nuevas generaciones sobre la 
importancia de los derechos humanos y la democracia?

Me quedo con esta última reflexión; los relevos generacionales se 
están presentando cada vez con mayor prontitud, me refiero a que 
tengo esperanza de que, cuando estas generaciones tomen la estafeta 
del control sobre las decisiones de las formas de gobierno, se erijan 
como defensores de la democracia como forma de gobierno, ya que 
entendemos que ésta es la vía, en cuanto a la organización de un estado, 
para garantizar el respeto, como mínimo de los derechos humanos de 
las personas que integran su población; está en esas personas, el asumir 
el compromiso para obtener un mejor nivel de vida en nuestra sociedad 
en conjunto, y velar también, de forma valiente y permanente, por los 
derechos de todas aquellas personas, a las que las circunstancias de 
vida las ha privado de las posibilidades y herramientas para defender 
ante todo, su dignidad como persona; ésta como la esencia y fin de los 
derechos humanos. 



Coyame del Sotol
C H I H U A H U A

Conoce Chihuahua

Coyame del Sotol tiene una historia que se entrelaza con la de otras comunidades del desierto 
chihuahuense. El área ha estado habitada desde tiempos prehispánicos por grupos indígenas 
que aprovechaban los recursos naturales de la región. Durante el periodo colonial y la indepen-
dencia de México, Coyame del Sotol se desarrolló lentamente, y la llegada de la producción de 
sotol en la región tuvo un impacto significativo en su economía local.
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Economía:

La economía de Coyame del Sotol se basa en 
varias actividades:

Agricultura: Aunque el clima árido limita las 
actividades agrícolas, se cultivan algunos 
productos como maíz, frijol y chiles.

Ganadería: La crianza de ganado es una ac-
tividad importante, con enfoque en la pro-
ducción de carne y leche.

Producción de Sotol: El sotol, una bebida 
alcohólica tradicional, es uno de los princi-
pales productos de la región. La planta de 
sotol, que crece en el desierto, se utiliza para 
fabricar esta bebida, que se ha convertido en 
un símbolo cultural y económico de la zona.

Geografía

Coyame del Sotol se encuentra en el estado 
de Chihuahua, en el noreste de México. La 
región es parte del desierto chihuahuense, 
caracterizada por:

Relieve: Terreno árido con montañas y me-
setas.

Vegetación: Predomina la flora xerófila, con 
cactus, arbustos y la planta de sotol.

Ubicación: Está situada en una región de 
gran altitud y en una zona de transición entre 
el desierto y las áreas semiáridas.

QUID IURIS 62 QUID IURIS 62 Conoce Chihuahua
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Atractivos Turísticos

A pesar de su entorno árido, Coyame del So-
tol ofrece algunos atractivos para los visitan-
tes:

Paisajes Naturales: Los paisajes desérticos y 
las formaciones rocosas son impresionantes 
y únicos.

Fiestas y Tradiciones: Las celebraciones lo-
cales, como las fiestas relacionadas con la 
producción de sotol, ofrecen una visión de la 
cultura y las tradiciones de la región.

Rutas de Senderismo: La región ofrece 
oportunidades para el senderismo y la explo-
ración de su entorno natural.

Clima

Coyame del Sotol tiene un clima desértico:

Temperaturas: Las temperaturas pueden ser 
extremadamente altas durante el verano, su-
perando los 35°C, mientras que en invierno 
pueden bajar significativamente.

Precipitaciones: Las lluvias son escasas, con 
precipitaciones anuales que rondan los 250-
400 mm. La mayoría de las lluvias ocurren 
en verano.

Coyame del Sotol es un municipio de Chihuahua con una economía centrada en la 
agricultura, la ganadería y la producción de sotol. Su geografía desértica le confiere 
un paisaje único, con un clima árido que influye en sus actividades económicas y su 
estilo de vida. Aunque es un área poco conocida en términos de turismo, sus paisajes 
naturales y tradiciones culturales ofrecen un atractivo especial para quienes buscan 
explorar la región del desierto chihuahuense.
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Coyame del Sotol
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La Cátedra Derecho de las 
Personas con Discapacidad 
y Dependencia (DYD), nace a 
raíz del convenio firmado entre la 
Excma. Diputación Provincial de 
Ciudad Real y la Universidad de 
Castilla-La Mancha, por iniciativa 
de la Facultad de Derecho y 
Ciencias Sociales del Campus de 
Ciudad Real. 

Los objetivos del proyecto son: a) 
promocionar diversos encuentros 
entre expertos en los ámbitos 
regional, nacional o internacional; 
b) fomentar las oportunidades de 
empleo a través de la educación 
inclusiva; c) asistir técnicamente 
a las entidades del tercer sector. 

En este sentido, la Cátedra se 
sustenta en tres principales 
pilares:  

El Programa Incluye e Inserta 
Talento: cuyo fin radica en formar 
a personas con discapacidad 
intelectual; 

¿Qué es la 
Cátedra DYD?

La Clínica Jurídica DYD: cuyo 
fin se centra en brindar tanto 
asistencia técnica, como jurídica, 
a diversas entidades del tercer 
sector de la provincia de Ciudad 
Real. 

DiscapAmérica: cuyo fin se 
centra en conformar una red de 
estudio y divulgación del derecho 
transversal de las personas con 
discapacidad. 
 

Liga: https://blog.uclm.es/cate-
dradyd/

LINEAMIENTOS QUID IURIS
LINEAMIENTOS EDITORIALES

Contienen las reglas generales que deberán cumplir los 
trabajos que sean propuestos para ser publicados en la 
revista Quid luris, órgano de difusión del Tribunal Estatal 
Electoral de Chihuahua.
CONTENIDO

Formato

Citas bibliográficas

A. Cuando se refiere a libros.

B. Cuando se refiere a un capítulo de un libro. 

C. Cuando se refiere a libros electrónicos. 

D. Cuando se refiere a un capítulo de un libro electrónico.

E. Cuando se refiere a un diccionario o enciclopedia como 

un todo.

F. Cuando se refiere a una voz de un diccionario o enciclopedia.

Citas hemerográficas

A. Cuando se refiere a revista impresa. 

B. Cuando se refiere a un artículo de una revista impresa.

C. Cuando se refiere a revistas electrónicas. 

D. Cuando se refiere a un artículo de una revista electrónica.

E. Cuando se refiere a un periódico.

F. Cuando se refiere a un artículo de una sección de un 

periódico.

Citas de legislación, jurisprudencia, tesis relevantes y 

resoluciones judiciales

A. Cuando se refiere a un ordenamiento jurídico.

B. Cuando se refiere a tesis de jurisprudencia o relevantes.

C. Cuando se refiere a una resolución judicial.

Aclaraciones finales

Abreviaturas

QUID IURIS
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El Tribunal Estatal Electoral del Estado de Chihuahua, publica desde el 
año 2005 la revista Quid luris, con el objetivo de fomentar la investigación 
y la cultura democrática, además de contribuir al análisis jurídico.

Quid luris está dirigida a estudiantes, profesionales e investigadores y 
en general, a toda persona o institución interesada en el desarrollo de 
temas relacionados con la democracia y el Derecho Público. Desde su 
creación, la revista ha publicado artículos relacionados con el derecho 
político, electoral, constitucional, entre otras ramas del derecho público, 
distribuyéndose gratuitamente tanto a nivel nacional como internacional. 
Asimismo, ha contado con la participación de investigadores locales, 
nacionales e internacionales de reconocido prestigio y sólida trayectoria 
en el ámbito académico.
Quid luris es una revista trimestral con recepción permanente de artículos, 
los cuales deben ajustase a los siguientes:
LINEAMIENTOS EDITORIALES
- RECEPCIÓN DE DOCUMENTOS. Toda colaboración deberá ser enviada 
en formato electrónico al Tribunal Estatal Electoral de Chihuahua, sito en 
Calle 33», Núm. 1510, Col. Santo Niño, C.R 31320, Chihuahua, Chih. o bien, 
enviarse al correo electrónico quidiuris@techihuahua.org.mx.
- DATOS Y AFILIACIÓN DE AUTORES. Toda colaboración deberá ir 
precedida de una hoja en la que aparezcan además del título del trabajo: 
el nombre del autor, una breve reseña biográfica, así como su afiliación 
institucional y su dirección postal.
- RESUMEN DEL DOCUMENTO. Se solicita además acompañar un resumen 
(de 150 palabras) en que se sinteticen los propósitos y conclusiones 
principales del trabajo (abstract). Los artículos deberán ser originales e 
inéditos.
- ORIGINALIDAD. El contenido de los artículos es responsabilidad 
exclusiva de los autores así como garantizar el carácter inédito del artículo 
y que han obtenido los permisos del titular o titulares del material que 
no les es propio. El Consejo Editorial de la revista se reserva el derecho 
de aceptar y publicar excepcionalmente trabajos no inéditos, por lo cual 
el autor deberá manifestar ese hecho e incluir la referencia bibliográfica 
correspondiente.
- PONENCIAS DE EVENTOS ACADÉMICOS. En el caso de ponencias 
presentadas en eventos académicos, deben especificarse también los 
siguientes datos: nombre del evento, instituciones patrocinadoras, ciudad 

y fecha en que se llevó a cabo.
Los autores de los artículos publicados recibirán un mínimo de cinco 
ejemplares de cortesía de la Revista.
Formato
Los trabajos originales deben ser entregados en formato electrónico en 
el procesador de texto Word. Deben ser escritos en hoja tamaño carta, 
con márgenes superior e inferior de 2.5 centímetros e izquierdo y derecho 
de 3 centímetros, 1 .5 de interlínea y letra arial de 12 puntos, con una 
extensión de entre 15 y 30 cuartillas.
Las notas deberán presentarse a pie de página, escritas con 1.5 de 
interlínea, en letra arial de doce puntos. Los distintos elementos que 
las conforman deberán ir separados sólo por coma. Los pies de página 
deberán ir numerados secuencialmente. 
Citas bibliográficas
A continuación se precisan los datos que deben contener las citas 
bibliográficas, cabe mencionar que la bibliografía será igual, a excepción 
de la referencia a la página consultada.

Documentos impresos y electrónicos
A.Cuando se refiere a libros
El orden en que deberán aparecer los distintos elementos que integran 
las notas si es que los hay todos, es el siguiente:
1. Autor.
2. Título de    la publicación (entrecomillado y en letras itálicas). Edición 
(la primera no debe indicarse).
3. Lugar de publicación.
4. Editorial.
5. Colección (si es el caso).
6. Volumen o tomo (si es el caso).
7. Año de publicación
8. Página.    
Ejemplo 
Un autor: 
GÓMEZ Lara, Cipriano. “Teoría General del Proceso”. 10a. ed.  México, 
Oxford University Press, 2004 Mexico p. 54
Dos autores:
HERNÁNDEZ Estévez, Sandra Luz Y Durán, Rosalío. “Técnicas de 
investigación jurídica”. 2» ed. México, Oxford University Press, 1998. p. 54
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Notas:
1)Cuando se cite posterior ocasión una por obra, segunda deberá utilizarse 
op. cit., acompañado del número de nota en donde apareció por primera 
vez la referencia siempre y cuando dicha referencia no sea la inmediata 
anterior; 
2)Si tenemos necesidad de referir la misma obra, pero distinta página en 
la nota posterior inmediata, usaremos ibid. y el número de página; 
3)Si se trata de la misma obra e incluso la misma página, entonces 
usaremos el vocablo idem (sin más indicación).
B.Cuando se refiere a un capítulo de un libro
La cita se construye con los siguientes elementos:
1. Autor(es) del capítulo.
2. Título del capítulo (entrecomillado y en letras itálicas).
3. En: subrayado y seguido de dos puntos, nombre del autor del libro, 
cuando éste difiere del autor del capítulo, seguido del título del libro. 
4. En su: subrayado y seguido de dos puntos, cuando el autor del capítulo 
es el mismo autor del libro.
5. Lugar de publicación.
6. Editorial.
7. Año de publicación.
8. Página.

Ejemplo:
DE LA PEZA, José Luis. “Notas sobre la justicia electoral en México”. En: 
OROZCO Henríquez, Jesús J. (Comp.) Justicia electoral en el umbral del 
siglo XXI. Tomo III, México: Instituto de Investigaciones Jurídicas UNAM, 
1999, pp. 827-863.
C. Cuando se refiere a libros electrónicos 

Fecha de consulta. Debido a que los documentos electrónicos son 
constantemente actualizados, deberá incluir en la referencia la fecha en 
que el documento fue revisado, entre corchetes, precedida por la palabra 
11 fecha de consulta por último, deberá contemplar día, mes y año.

Ejemplo:
[fecha de consulta: 18 Octubre 2005]. 
Disponibilidad y acceso. Para los recursos en línea se deberá proveer 
información que identifique y localice el documento consultado. Esta 

información deberá estar identificada por las palabras “Disponible en”. 
La información de la ubicación de documentos en línea en una red 
computacional como Internet, deberá estar referida al documento que 
fue consultado, incluyendo el método de acceso a él (por ejemplo: ftp, 
http://..., etc.) así como la dirección en la red para su localización. Dicha 
dirección deberá transcribirse tal cual, es decir, respetando las mayúsculas 
y minúsculas y con la misma puntuación.

Ejemplo:
Disponible en: http://www.fao.org/DOCREP/003/V8490S/v8490s07.htm 
La cita se construye con los siguientes datos:
1. Autor(es), ya sea institucional o personal.
2. Nombre del documento (entrecomillado y en letras itálicas)
3. Tipo de medio [entre corchetes].
4. Edición o versión.
5. Lugar de publicación. 6. Editor.
6. Fecha de publicación.
7. Editor.
8. Fecha de consulta [requerido para documentos en línea; entre corchetes].
9. Disponibilidad y acceso (requerido para documentos en línea).

Ejemplo:
ESTRADA Michel, Rafael. “El Caso Juárez y la Jurisdicción en el Estado 
Constitucional Democrático: La Resolución SUP-JRC- 796/200” [en línea]. 
México:
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2008, [fecha de 
consulta: 12 de marzo de 20081 Disponible en: http:// www.trife.org.mx/
tod02.asp?menu= 15
D.Cuando se refiere a un capitulo de un libro electrónico
La cita se construye con los siguientes elementos:
1. Autor(es), ya sea institucional o personal.
2. Título del documento (entrecomillado y en letras itálicas)
3. Tipo de medio [entre corchetes].
4. Edición.
5. Lugar de publicación. 6.Editor.
6. Fecha de publicación.
7. Fecha de revisión/actualización.
8. Fecha de consulta [requerido para documentos en línea; entre corchetes].
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9. Capítulo o designación equivalente de la parte.
10. Título de la parte.
11. Ubicación del material original. 13. Disponibilidad y acceso (requerido 
para documentos en línea).
Ejemplo:
Ezquiaga Ganuzas, Francisco Javier. “La interpretación argumentativa en 
la justicia electoral mexicana” [en línea]. México: Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación, 2006 [fecha de consulta: 12 de marzo de 
2008], Capítulo VII. Una propuesta de interpretación de las disposiciones 
sobre la interpretación, especialmente en materia electoral.
Disponible en: http://www.trife.org.mx/todo2.asp?menu=15
E.Cuando se refiere a un diccionario enciclopedia como un todo
La cita se construye con los siguientes elementos:
1. Editor (ed.), compilador (comp.)
2. Título (entrecomillado y en letras itálicas)
3. Edición (excepto la primera).
4. Lugar de publicación.
5. Editorial.
6. Año.
7. Páginas.
Ejemplo:
NOHLEN, Dieter. “Diccionario de Ciencia Política”. México: Porrúa-El 
Colegio de Veracruz, 2006. 785 p. 
F.Cuando se refiere a una voz de un diccionario o enciclopedia
La cita se construye con los siguientes elementos:
1. Voz.
2. En:
3. Editor (ed.), compilador (comp.), director (dir.).
4. Edición (excepto la primera).
5. Lugar de edición.
6.Editorial.
7. Año.
8. Página específica del término.
Ejemplo:
COMUNITARISMO. En: NOHLEN, México:Dieter. Diccionario de Ciencia 
Política.2006. p. Porrúa- E I Colegio de Veracruz, 238
Citas hemerográficas
A.Cuando se refiere a revista impresa La cita se construye con los 

siguientes elementos:
1. Título de la revista
2. Lugar de publicación
3. Volumen
4. Número (anotar entre paréntesis)
5. Fecha (indicar mes y año) 
Ejemplo:
AGORA, Órgano de difusión del Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo. 
México, (32), Mayo-Julio 2008.
B.Cuando se refiere a un artículo de una revista impresa
La cita se construye con los siguientes elementos:
1. Autor (es) del artículo.
2. Título del artículo (entrecomillado y en letras itálicas).
3. Título de la revista (en letra cursiva o subrayada) 
4. Volumen (cuando la revista lo incluye).
5. Número (anotar entre paréntesis).
6. Paginación (precedida de dos puntos).
7. Fecha (indicar mes y año)
Ejemplo:
GONZÁLEZ Oropeza, Manuel. “La nueva justicia electoral”. Agora, Organo 
de difusión del Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo. (32):19-23, Mayo-
Julio 2008. 
C.Cuando se refiere a revistas electrónicas la cita se construye con los 
siguientes elementos:
1. Título (letra mayúscula).
2. Tipo de medio [entre corchetes].
3. Edición.
4. Lugar de edición.
5. Editorial.
6. Fecha de publicación.
7. Fecha de consulta (requerida para documentos en línea; entre 
corchetes).
8. Serie (opcional).
9. Notas (opcional).
10. Disponibilidad y acceso (requerido para documentos en línea). 
11. Número internacional normalizado (ISSN).
Ejemplo:
ELEMENTOS DE JUICIO. Revista de Temas Constitucionales [en línea]: 
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Colombia, Publicaciones y Medios EUA, (5): Abril-Junio 2007, [fecha de 
consulta: 12 de marzo 2008]. Disponible en: http://www.iuridicas.unam.
mx/publica/rev/indice.htm?r=iuicio&n=5 
ISSN 1900-8376
D.Cuando se refiere a un artículo de una revista electrónica
La cita se construye con los siguientes elementos:
1. Autor(es) del artículo o contribución, ya sea institución o persona. Título 
del artículo o contribución (entrecomillado y en letras itálicas).
 2. Título de la revista o serie electrónica (en letra cursiva o subrayado).
3. Tipo de medio 
[entre corchetes].
4. Volumen.
5. Número.
6. Día, mes y año.
7. Fecha de consulta [requerida para documentos en línea; entre 
corchetes].
8. Ubicación dentro del documento original.
9. Disponibilidad y acceso (requerida para documentos en línea). Número 
internacional normalizado (ISSN).
Ejemplo:
HERNANDEZ Galindo, José Gregorio. “Anverso y reverso sobre la 
protección constitucional de los derechos”. Elementos de Vicio. Revista 
de Temas Constitucionales [en línea]: (5): Abril-Junio 2007, [fecha de 
consulta: 12 de marzo 2008].
Disponible en: http://www.iuridicas.unam.mx/publica/rev/indice.
htm?r=iuicio&n=5
ISSN 1900-8376
E.Cuando se refiere a un periódico. 
1. La cita se construye con los siguientes elementos:
2. Autor.
3. Título del artículo (entrecomillado y en letras itálicas).
4. Título del diario (en letra cursiva o subrayada).
5. Lugar de publicación.
6. Fecha (indicar día, mes y año).
7. Paginación.
8. Columna.
Ejemplo:
HERNANDEZ López, Julio. “Mullen: la contrainsurgencia”. La Jornada, 

México 12 de marzo de 2009, p.5, col. Astillero 
F.Cuando se refiere a un artículo de sección de periódico
1. La cita se construye con los siguientes elementos:
2. Autor.
3. Título del artículo (entrecomillado y en letras itálicas).
4. Título del diario (en letra cursiva o subrayada).
5. Lugar de publicación.
6. Fecha (indicar día, mes y año).
7. Página.
8. Columna.
9. Nombre de la sección del diario entre paréntesis y precedido de En 
sección:
Ejemplo:
GUERRA Cabrera, Angel. “La democracia en América Latina”. La Jornada; 
México, 12 de marzo de 2008, p. 45, (En sección: Mundo).
Citas (Legislación, jurisprudencia, tesis relevantes y resoluciones) 
A.Cuando se refiere a un ordenamiento jurídico
La cita se construye con los siguientes elementos:
1. Número  de    la ley y/o denominación oficial si la tiene. 
2. Título de la publicación en que aparece oficialmente.
3. Lugar de publicación.
4. Fecha (indicar día, mes y año).
Ejemplo:
Ley Electoral del Estado de Chihuahua. periódico Oficial del Estado, 28 
de diciembre de 1994.
Ley N° 19.366. Diario Oficial de la República de Chile, Santiago, Chile, 26 
de Enero de 1996.
B.Cuando se refiere a tesis de jurisprudencia o relevantes 
1. Si en el trabajo ya se ha citado el número de tesis y el rubro, únicamente 
se especificará:

Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, 
páginas 28-29.
2. Si en el trabajo no se ha citado el número de tesis y el rubro, se 
especificará: 
Sala Superior, tesis S3ELJ 01 /2005. APELACIÓN. CASO EN QUE LA 
PUEDEN INTERPONER    LOS    CIUDADANOS (Legislación de Michoacán). 
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Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 
1997-2005, páginas 28-29. 
C.Cuando se refiere a una resolución judicial
Sentencia de la Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación, recaída al juicio para 
la protección de los derechos político-electorales del 
ciudadano, identificado con la clave SUP-JDC-69/2009 y 
acumulados, de fecha 11 de marzo de 2009. 

ACLARACIONES FINALES

Si son dos o tres autores, se unen los nombres con la 
conjunción ‘y’, y si son más de tres se ingresará sólo el 
primer autor, seguido de la abreviatura “et al.” entre 
corchetes.
El primer apellido de los autores va siempre con mayúsculas.
El orden en que se escriben los nombres de los autores 
corresponde al orden en que aparecen en la portada del 
libro.
Cuando la obra es una compilación de varios artículos 
y el nombre del editor o compilador es nombrado en el 
documento, su nombre se pondrá en el lugar del autor, 
acompañado con la abreviación “ed” o “comp.” según 
corresponda.
En el caso de obras anónimas, el primer elemento de 
referencia será el título.
Si el lugar de publicación es incierto, podrá asignar el lugar 
probable entre corchetes.
Cuando no aparezca el lugar de publicación, deberá 
colocar la abreviatura “s.l.” entre corchetes.
Ejemplo:
[S.l.]: Fondo de Cultura Económica, 1999
-
Se citará la editorial, tal como figura en el documento, no es 
obligatorio incluir las expresiones “Editorial” o “Ediciones”.
Cuando la editorial no aparezca mencionada, se podrá 
colocar la imprenta, si no presenta ninguno de estos datos 

se deberá colocar la abreviatura s.n. (sine nomine) entre corchetes. 
Ejemplo:
Bueno Aires: [s.n.], 2004.
Se debe mencionar el número de la edición y no la de reimpresión. La 
diferencia entre edición y reimpresión radica en que en el primer caso 
hubo cambios en el libro, que pueden haber sido muy importantes o no, 
mientras que en lo reimpresión, el libro volvió a imprimirse sin ningún 
cambio o modificación.

Si no aparece ninguna fecha de publicación, distribución, etc.  puede 
mencionar una fecha aproximada 
Ejemplos:
Fecha probable [2004?]
Década segura [1 99-]
Década probable [1 97-?]
Siglo seguro [1 9—]
Siglo probable [1 9—?]
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A B R E V I A T U R A S

Confróntese, confrontar.

Compilador. Persona que reúne en una sola obra partes o textos de 
otros libros. 

Coordinador.

Abreviatura del término latino et allis que quiere decir y otros. Se 
utiliza para señalar que hay más de tres autores en la creación de la 
obra. 

Editoria, editoriales. 

Abreviatura del término latino “ibidem” que significa en el mismo 
lugar, lo mismo. Se utiliza para evitar la repetición de la cita anterior. 
Cuando la referencia es exactamente la misma a la que procede, se 
usará solamente la abreviatura Ibid. En cambio, si el número de 
paginas es diferente, se utilizará Ibid. y a continuación el número de 
páginas. 

Al final. 

Abreviatura del término latino “locus citatum”, que significa obra 
citada. Se utiliza cuando se desea volver a referirse a una cita ya 
mencionada, pero no consecutiva y cuando corresponda a 
diferentes páginas del trabajo. Se debe repetir el apellido del autor 
y poner a continuación: Op. Cit., y el número de páginas. 

En varias partes. 

Sin año de publicación. 

Sin editorial.

Sin fecha de edición. 

Abreviatura del término latino “sine locus”. Quiere decir que se 
desconoce la ciudad o el lugar de la edición, ya que no se consignó 
dentro de la obra. 

Abreviatura del término latino "sine nomine”. Quiere decir que se 
desconoce el nombre de la editorial, editor o distribuidor de la obra. 

Siguientes.

Traductor. 

Tomo, tomos. 

Ver.  

Vol. Volumen dado de una obra en varios volúmenes. 
Vols, volúmenes. Se refiere al número de volúmenes que consta una 
obra. 

Cfr.

Abreviatura Significado

Comp.:

Coord.

et al. 

ed. eds. 

Ibid. 

In fine. 

loc. cit. 

Passim. 

s. a. 

s. e. 

f. 

s. I. 

s.n.:

ss. 

Trad. 

ts. 

Vid.

Vol.  o V. 
Vols. o Vv
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